
-,

-

-.,,

,

.-
'1

-,

~ ­

1

­.

- 1 -

000005 5

ORGANIZACiÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS

Comisión Interamericana de Derechos Humanos

Demanda de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
Ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso:

Ronald Ernesto Raxcacó Reyes
Caso 12.402

Contra la República de Guatemala

DELEGADOS:

SUSANA VILLARÁN (COMISIONADA)
SANTIAGO A. CANTON (SECRETARIO EJECUTIVO)

AseSORES LEGALES:

ARJEl DULITZKY (ABOGADO)
VICTOR MADRIGAl BORlOZ (ABOGADO)
MARIA CLAUDIA PULIDO (ABOGADA)
BR1AN TITI EMORE (ABOGADO)

18 de septiembre de 2004
Washington, O.C.

1889 F Street, N.w.
20006



,
.,.

­,

;. -.

rr-.
r
I
!

- 2 -
- ' - -- - ~ ~ .

-000005 6
l. INTROOUCCIÓN 3
11 . OBJETO DE LA DEMANDA 4
m. REPRESENTACiÓN 5
IV. JURISDICCiÓN DE LA CORTE 5
V. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN INTERAMERICANA 5

V.1 Medidas Provisionales 8
VI. FUNDAMENTOS DE HECHO 9
VII FUNDAMENTOS DE DERECHO 12

A. Violación de los derechos consagrados en los artículos 4, 5, 8 Y 25 de la
Convención a partir de la adopción y aplicación de la pena de muerte de imposición
obligatoria ' " ' " '" 12
8. Violación del artículo 4{21de la Convención Americana al extender la
aplicación de la pena de muerte a delitos para los cuales la ley no la contemplaba al
momento en que el Estado ratificó dicho instrumento 20
C. Violación del artículo 4(6) de la Convención por la inexistencia de un
procedimiento legal para garantizar el ejercicio del derecho al indulto o la
conmutación de la pena 23
D. Violación del articulo 5 de la Convención Americana por las condiciones de
detención a las que se encuentra sometido el señor Raxcacó Reyes 26
s... Incumplimiento de las obligaciones de respetar y garantizar los derechos
humanos, y de adoptar disposiciones de derecho interno, consagradas en los
articulas 1 y 2 de la Convención Americana 29

VIII. REPARACIONES Y COSTAS 31
A. Obligación de reparar , , , 31
8. Medidas de reparación 32

b.1. Garantías de no repetición 32
b.2. Restitución .., , 33
b.3 Satisfacción 34
b.4 Compensaci6n 34

C. Beneficiario , 34
.Q.. Costas y ga5tos 35

!fu CONCLUSIONES 35
& PETITORIO 35
XI. RESPALDO PROBATORIO 37

A. Prueba documental , 37
fl Prueba testimonial y pericial 38

L Testigos 38
2. Perito 38

XII. DATOS DE LOS DENUNCIANTES ORIGINALES Y DE LA VICTlMA 39



.<

- 3 -

DEMANDA DE LA COMISiÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
ANTE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

CONTRA EL ESTADO DE GUATEMALA

CASO N° 12.402
RONALD ERNESTO RAXCACÓ REYES
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1. INTRODUCCiÓN

1. La Comisión lnteramericana de Derechos Humanos (en adelante la
"Comisión Interamericana", "la Comisión" o "la CIDH") , somete ante la Corte
Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "la Corte lnteramericana" o "la
Corten) la demanda en el caso No. 12.402, Ronald Ernesto Raxcac6 Reyes, contra la
Repúbl ica de Guatemala (en adelante el "Estado guatemalteco" , "el Estado" o
"Guatemala"), por haber incurrido en violaciones a la Convención Americana sobre
Derechos Humanos (en adelante "la Convención" o ' ta Convención Americana").

2. La Comisión Interamericana solicita a la Corte que establezca la
responsabilidad internacion al del Estado guatemalteco, el cual ha incumplido con sus
obligaciones internacionales al incurrir en la violación de los artículos 4 (derecho a la
vida), 5 (derecho a la integridad personal), 8 (derecho a las garantfas judiciales y 25
(derecho a la protección judicial ) de la Convención American a sobre Derechos
Humanos, en relación con la obligación general de respeto y garantía de los derechos
humanos y el deber de adoptar disposiciones de derecho interno establecid os en los
articulas 1(1) Y 2 de l mismo instrumento, en razón de la imposición de la pena de
muerte al seriar Ronald Ernesto Raxcacó Reyes por la comisión de un delito para el
cual dicha sanción no se encontraba prevista en la ley al momento en que Guatemala
ratificó la Convención Americana.

3. El presente caso ha sido tramitado de acuerdo con lo dispuesto por la
Convención Americana, y se presenta ante la Corte de conformidad con el articulo 33
del Reglamento de la Corte. Asimismo, se adjunta a esta demanda, como anexo, una
copia del Informe de Fondo N° 49/03 elaborado en observancia del artículo SO de la
Convención.

4. La trascendencia de este caso no radica únicamente en la necesidad de
hacer justicia para el señor Raxcacó Reyes y ofrecerle una reparación adecuada, sino
en la oportunidad que ofrece al Sistema Interamericano de Protección de los Derechos
Humanos de desarrollar su jurisprudencia en relación con la pena de muerte de
imposición obligator ia. A pesar de que la Convención Americana no prohíbe la
aplicación de la pena de muerte, la Corte ha establecido que las normas convencionales
sobre ésta deben interpretarse en el sentido de "limitar definitivamente su aflicación y
su ámbito, de modo que éste se vaya reduciendo hasta su supresión fin al" , situación
ideal e inversa a la que se produjo en el presente caso, en el cual, lejos de avanzar
hacia la progresiva eliminación de la sanción capital se amplió el catálogo de delitos a
los que resulta aplicable.

I Corte IDH. Caso Hilaire, C<Jnstantine y Benjamin y otros, Sentencia de 21 de junio de 2002, Serie
C N° 94. párrafo 99; y Restricciones a te pena de muerte (arts. 4.2 y 4.4 Convención Americana sobre
Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC--3/83 del 8 de septiembre de 1983, se rie A 3. párrafo 57.
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5. En resumen , el caso sub judice constituye una ocasión para analiza r
algunas deficiencias de la legislación penal y procesal penal interna, y la inexistencia de
un procedimiento que ga rantice , de manera efectiva, el derecho de los condenados a la
pena capi ta l en Guatema la de solicitar emnlstra. indulto o conmutación de la pena. De
este modo, ofrece una oportunidad para adoptar correctivos que impidan la repetición
de situaciones como la que ahora nos ocupa.

11. OBJETO DE LA DEMANDA
000G058
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6. El objeto de la presente demanda es solicitar respetuosamente a la
Corte que concluya y declare que el Estado:

8 . es responsable por la violación de los derechos consagrados en los
artículos 4(1), 5(1), 5(2), 8(1) Y 25. así como del incumplimiento de la obligación
general contenida en el artículo 1(1) de la Convención Americana , por haber
sentenciado al seño r Raxcacó Reyes a la pena de muerte de imposición
obligatoria;

b. es responsable de la violación del derecho establecido por el artículo 4(2)
de la Convención en relación con la obligación general conten ida en el articulo
1(1) del mismo instrumento, en perjuicio del señor Raxcacó Reyes, por haber
extendido la aplicación de la pena de muerte a un delito para el cual la ley no
preveía dicha sanción al momento que Guatemala pasó a ser Estado Parte de la
Convenció n Americana;

c. es responsable de la violación del derecho establecido por el articulo 4(6)
de la Convención en relación con la obligación general contenida en el artículo
1(1) del mismo instrumento, por no haber brindado al seño r Raxcacó Reyes un
procedimiento que gara ntice , de manera efectiva, su derecho a solicita r la
amnistia, el indulto o la conmutación de la pena;

d. es responsable de la violación del derecho establecido por el art iculo 5(1)
y (2) de la Convención en relación con la obligación general conten ida en el
articulo 1(1) del mismo instrumento. por haber confinado al señor Raxcac ó
Reyes en cond iciones inhumanas de detención y de esta forma haber atentado
contra su integridad personal; y

e. es responsable del incumplimiento de la obligación establecida en el
artículo 2 de la Convención, en relación con la obligación general contenida en el
artículo 1(1) del mismo instrumento, por no haber adecuado su legislación a la
Convención Americana, y en particular, por haber reformado el articu lo 201 del
Código Penal guatemalteco en contradicción a lo dispuesto en el articulo 4(2) de
la Convención.

7. Como consecuencia de lo anterior. la Comisión Interamericana solicita a
la Corte que ordene al Estado que

a. otorgue al señor Raxcacó Reyes una reparación efectiva que incluya la
conmutación de la sentencia;

b. ado pte las medidas legislativas y de otra índole necesarias para
garantizar que no se imponga la pena de muerte en violación de los derechos y
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libertades garantizados por la Conve nción, y sus artículos 4, 5, 8, Y 25 en
particular, y garant ice que a ninguna persona le sea impuesta de manera
obl igatoria la pena de muerte en Guatemala;

c. adopte las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias
para garantizar la efectividad del derecho consagrado en el artículo 4(2) de la
Convención Americana y, por lo tanto, a que la pena de muerte no se aplique a
delitos que no la contemplaban al momento del depósito de su ratificación de la
Convención Americana, y a que adecue su legislación a dicho instrumento de
conformidad con el articulo 2 del mismo;

d. adopte las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias
para garantizar la efectividad del derecho consagrado en el artículo 4(6) de la
Convención Americana a solicitar la amnistía, el indulto o la conmutación de la
sentencia;

e. adopte las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias
para garantizar la efect ividad en Guatemala de los derechos a la integridad
personal y a un trato humano, consagrados en tos arti culo 5(1) y 5(2) de la
Convención Americana, en relación con las condiciones de detención del señor
Raxcac6 Reyes; y

f. pague las costas y gastos legales incurridos por el señor Raxcacó Reyes
y sus familiares en la tramitación del caso tanto a nivel nacional, como las que
se originen en la tramitación del presente caso ante el sistema mteramericano.

-.

-l.:.
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111. REPRESENTACiÓN
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8. Conforme a lo dispuesto en los articulas 22 y 33 del Reglamento de la
Corte, la Comisión ha designado a la Comisionada Susana ViJtarán, y a su Secretario
Ejecutivo, Santiago A. Cantan, como sus delegados en el presente caso. l os doctores
Ariel Dulitzky, Víctor Madrigal Borloz, Marra Claudia Pulido y Brian Tittemore,
especialistas de la Secretaria Ejecutiva de la CIDH, han sido designados para actuar
como asesores legales.

IV. JURISDICCiÓN DE LA CORTE

9. De acuerdo con el articulo 62(3) de la Convención Americana, la Corte
Interamericana es competente para conocer de cualquier caso relativo a la
interpretación y aplicación de las disposiciones de la Convención que le sea sometido,
siempre que los Estados partes en el caso hayan reconocido o reconozcan la
competencia de la Corte.

10. la Corte es competente para conocer el presente caso. El Estado
ratificó 'a Convención Americana el 25 de mayo de 1978 y aceptó la jurisdicción
contenciosa de la Corte el 9 de marzo de 1987.

V. TRÁMITE ANTE LA COMISiÓN INTERAMERICANA



r-
¡,

r-:
!
;,

-,

,

- 6-

11. El 28 de enero de 2002 , la Comisión recibió una petición presentada por
el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (en adelante ~CEJ I L~). el Instituto de
Estud ios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala (en adelante ~ ICCPG ~) y el
Instituto de Defensa Pública Penal de Guatemala (en adelante · I DPPG~) en contra de
Guatemala, registrada bajo el número PSD-2DD2. OOOOO6O

12. El 30 de enero de 2002, de conformidad con lo establecido en los
articulas 26 a 30 de su Reglamento. la Comisión inició la tramitación de la petición y
solicitó al Estado la información pertinente, otorgando para ello un plazo de dos meses.
En la misma comun icac ión , la CrDH solic itó al Estado la adopción de medidas
caute lares en favor del señor Raxcacó Reyes a fin de preservar su vida hasta que se
decidiera el fondo del asunto.

13. Mediante comunicación de fecha 21 de mayo de 2002, el Estado dio
contestación a la denuncia y señaló que en su opinión no se estaba frente a un mal
inminente ni se vio lentaba un derecho humano de forma arbitraria, por lo que una
intervención de la Comisión a través de medidas cautelares resultaría desafortunada
tomando en cuenta el desgaste que provocaria al sistema jurídico interno.

14. El 9 de octubre de 2002, en el marco de su 1160 perlado de sesiones , la
Comisión, luego del correspondiente análisis a luz de los requisitos establecidos en los
arti culas 31 y 37 de su Reglamento, aprobó el Informe No. 73/02 por medio del cual
declaró admisible la petición en lo que respecta a las eventuales violaciones de los
articulas 1(1), 2, 4, 5, 8 Y 25 de la Ccnvencicn.!

15. Mediante notas del 29 de octubre de 2003, la CIDH transm itió el informe
a las partes. otorgó un plazo de dos meses a los peticionarlos para que presentaran sus
observaciones adicionales sobre el fondo y, en cumplimiento de los articulos 38(2) y 41
del Reglamento, asl como 48(1)(f) de la Convención, se puso a su disposición a fin de
llegar a una solución amistosa. En la misma fecha. la Comisión indicó que el caso habla
sido registrado bajo el número 12.402.

16. El 2 de enero de 2003 los peticionarios presentaron sus observaciones
adicionales sobre el fondo del caso, de conformidad al artículo 38(1) del Reglamento de
la CIDH. Las partes pertinentes de dicho memorial fue ron transmitidas al Estado
mediante nota del 7 de enero de 2003 . otorgándole un plazo de dos meses para la
presentación de sus observaciones finales.

17. Media nte nota de 19 de marzo de 2003, el Estado presentó sus
observac iones finales sobre el fondo del asunto.

18. El B de octubre de 2003, en el marco de su 1180 periodo de sesiones.
luego de analizar las posiciones de las partes y el acervo probatorio aportado por las
mismas , la Comisión aprobó el Informe número 49/03, según lo establecido en el
articu lo 50 de la Convención Americana y 42 de su Reg lamento. En el informe en
cuesti6n la CIDH concluyó que:

a. El Estado es responsable de la violación de los derechos de Ronald Raxcacó
consagrados en los articules 4(1) , 5(1) 5(2), 8(1) Y 25 conjuntam ente con la violación del
artículo 1(1} de la Convención Americana , por sentenciar a Ronald Raxcac é a una pena
de muerte obligaloria.

2 Anexo l .
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b. El Estado es responsable de la violación de los derechos de Ronald Raxcac6
consagrados en el art iculo 4(2) de la convención. conjuntamente con la violación del
articulo 1(1) de la misma por extender la pena de muerte a un delito para el cual no se
aplicaba en el momento que Guatemala pasó a ser Parte de la convencen Americana.

C. El Estado es responsable de la violación de los derechos de Ronald Raxcacó
consagrados en el artículo 4(6) de la Convención, conjuntamente con la violación del
articulo 1(1) de la misma, por no brindar a Ronald Raxcacó un derecho efectivo de
solic itar la amnetre. el indulto o la conmutación de la sentencia.

d. El Estado es responsable de la violación de los derechos de Rcnafd Raxcac6
consagrados en el articulo 5(1) de la Convención Americana , conjuntamente con la
violación del articulo 1(1) de la misma, por no respetar el derecho de Ronald Raxcacó a la
integridad física, mental y moral, por confinarlo en condiciones de detención inhumanas.

e. El Estado es responsable del Incumplimiento de la obligación establecida en el
articulo 2 de la Convención, conjuntamente con la violación del articulo 1(1) de la misma,
por no adecuar su legislación a la Convención, en particular, por modificar el articulo 201
del Código Penal guatemalteco en contradicción a lo dispuesto en el articulo 4(2) de la
Convención; y

Recomendó a Guatemala que:

1. Otorgue a Ronald aaxcecc una reparación efectiva que incluya la conmutación
de la pena.

2. Adopte las medidas legislativas y de otra rndcte necesarias para garantizar que
no se imponga la pena de muerte en violación de los derechos y libertades garantizados
por la Convención, incluidos los artlcu los 4, 5, 8, Y 25 en particular, garantice que a
ninguna persona le sea impuesta de manera obligatoria la pena de muerte en Guatemala.

3. Adopte las medidas legislativas y de otra rnccie que sean necesarias para
garantizar la efectividad en Guatemala del derecho consagrado en el erñcurc 4(2) de la
Convención Amer icana a que la pena de muerte no se aplique a delitos que no la
contemplaban al momento del deposito de la ratificación de la Convención Americana por
Guatemala, y adecue su legislación a dicho instnJmento de conformidad con el articulo 2
del mismo.

4. Adopte las medidas legislat ivas y de otra tnocle que sean necesarias para
garantizar la efectividad en Guatemala del derecho consagrado en el articulo 4(6) de la
Convención Americana a solicitar la amnistía, el indulto o la conmutación de la sentencia.

5. Adopte las medidas legislativas y de otra Indole que sean necesarias para
garantizar la efectividad en Guatemala de los derechos a la integridad personas y a un
trato humano, consagrados en los articulo 5(1) y 5(2) de la Convención Americana, en
relaci6n con las condiciones de detención de Ronald Raxcacó.

0000061

í

19. Mediante nota de fecha 18 de diciembre de 2003, transmit ida vía fax el
dí a 19 de ese mismo mes y año, según constancia adjunta ,' la Comisión
Interamericana, de conformidad con lo establecido en el artículo 43(2) de su
Reglam ento, transmit ió el informe de fondo al Estado y le concedió un plazo de dos
meses, contados a partir de la fecha de la transmisión de dicha comun icación, para que
informara sobre las medidas adoptadas para cumplir con las recomendaciones
formuladas en el mismo.

20. En virtud de lo dispuesto por el artículo 43(3) de su Reglamento, por nota
de fecha 18 de diciembre de 2003, transmitida vía fax el día 19 de ese mismo mes y
año, la Comisión notificó a los peticionarios la adopción del informe y su transmisión al
Estado y les consultó su posición respecto del sometimiento del caso a la Corte

3 Véase. Anexo 3.
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Interamericana. El 16 de enero de 2004 los peticionarios solicitaron una prórroga al
plazo anterior la cual fue conferida por el término de quince días. El 29 de enero de
2004 , la Secretaria Ejecutiva de la CIDH recibió una comuni cación de los peticionarios
en la que, entre otras, solicitaron a la Comisión que en el supuesto de que el Estado de
Gua temala no cumpliere con las recomendaciones formuladas en el Informe de Fondo,
sometiera el presente a caso al conocim iento de la Corte . OOOOO62

21. Mediante nota número M12-0EA-O.1.31 99-04 de fecha 19 de marzo de
2004, el Estado solic itó a la Comisión la concesión de una prórroga para presentar sus
observaciones al informe de fondo, misma que le fue otorgada por la Comisión el 19 de
marzo de 2004, por el plazo de tres meses, hasta el19 de junio de 2004 .

22. El 8 de junio de 2004, el Estado de Guatemala solici tó medi ante
comuni cación número M12-0EA-D.1.3 397-04, una nueva prórroga a efectos de atender
las recomendaciones formuladas por la Comisión en su informe de fondo. l a prórroga
en cuestión fue otorgada por la Comisión el 17 de junio de 2004, por un plazo de tres
meses, contados a partir del 19 de junio de 2004, es decir, hasta el 19 de septiembre de
2004.

23. En ambas ocasiones en que solici tó prórrogas, el Estado aceptó en
forma expresa e irrevocab le que la conces ión de las mismas suspendía el plazo
establecido en el artícu lo 51(1) de la Convención para elevar el caso a la Corte y
renunció a oponer excepciones preliminares sobre esta materia.

24 . El 21 de julio de 2004, el Estado presentó un informe en el cual
manifiesta de modo genérico que se están analizando e impulsando medidas
legislativas para dir imir la situación de los condenados a la pena de muerte cuyos casos
se encuentran al momento en conocimiento del Sistema Regiona l, pero no informó
sobre el cumplimiento de las recomendaciones especificas contenidas en el informe
49/03.

25. Ante la falta de cumplimiento satisfactorio por parte del Estado de las
recomendaciones contenidas en el informe aprobado de acuerdo al art iculo 50 de la
Convención Ameri cana, y de conformidad con 10 dispuesto en los articulas 51(1) de la
Convención y 44 de su Reglamento, el 17 de septiembre de 2004 la Comisión dec idió
someter el presente caso a la Corte.

V.1 Medidas Provisionales

26. El 16 de agosto del 2004, la Comisión sometió a la Corte una solicitud de
medidas provisionales, de conformidad con los articulas 63.2 de la Convención, 25 del
Reglamento de la Corte y 74 del Reglamento de la Comisión, para preservar la vida e
integridad ñslca, entre otros. del señor Raxcacó Reyes, a fin de no obstaculizar sus
casos ante el sistema Interamericano.

27. El 30 de agosto de 2004, la Corte requirió al Estado la adopción de las
medidas necesarias para proteger la vida de, entre otros, el señor Raxcacó Reyes y
dispuso los mecanismos respectivos de informes y comen tarios del Estado, los
representantes del beneficiario y la Comisión.



28. De la prueba documental que obra en el expediente del trámite ante la
Comisión, la cual fuera oportunamente trasladada al Estado, se desprende lo siguiente:

29. El niño Pedro Alberto de León Wug fue secuestrado a las 6:50 a.m. del
día 5 de agosto de 1997, cuando se encontraba en la parada del bus escolar con su
madre , Yohana Lizet Wug de de León , por tres hombres armados que de manera
violenta lo subieron a la parte trasera de una camioneta pick up roja . Los
secuestradores, en reiteradas comunicaciones telefónicas, exigieron a la familia del niño
la suma de un millón de quetzales para devolverlo.
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30. El día 6 de agosto de 1997, el niño fue localizado y liberado por
investigadores adscritos a la Sección Antisecuestros y Extorsiones de la Policla
Nacional Civil.

31. Durante el operativo en cuestión fueron capturadas las sigu ientes
personas : el señor Raxcacó Reyes, parte lesionada en el presente caso, Jorge Mario
Murga Rodríguez, Carlos Manuel García Morales, Hugo Humberto Ruiz Fuentes y a lga
Isabel Vicente. Todos ellos fueron puestos a disposición del Juez Segundo de Paz
Penal del Municipio de Mixco, Departamento de Guatemala ."

32. Las personas referidas en el párrafo anterior fueron procesadas como
responsab les del delito de secuestro , tipificado por el artículo 201 del Código Penal de
Guatemala.

33. El 14 de mayo de 1999 el Tribunal Sexto de Sentencia Penal ,
Narcoactividad y Delitos Contra el Ambiente de Guatemala dictó sentencia contra el
señor Raxcacó Reyes, y los otros imputados, declarándolos "responsables del delito de
plagio o secuestro en grado de autores directos".5 En consecuencia, al señor Raxcacó
se le aplicó la sanción prevista por el artículo 201 del Código Penal reformado mediante
Decreto Legislativo 81/96 de fecha 21 de octubre de 19966

: la pena de muerte. La
norma en referencia establece que

[a] los autores materiales o intelectuales del delito de plagio o secuestro de una
o mas personas con el propósito de lograr rescate, canje de personas o la toma
de cualqu ier decis ión contraria a la voluntad del secuestrado o con cualqu iera
otro propósito similar o igual, se les aplicará la pena de muerte, y cuando ésta no
pueda ser impuesta , se aplicará prisión de veint icinco a cincuenta años. En este
caso no se apreciará ninguna circunstancia atenuante. Los cómplices o
encubridores ser án sancionados con pena de veinte a cuarenta años de prisi ón.'

34. En la misma sentencia fueron condenados Carlos Manuel García
Morales a cuarenta años de prisión como autor del delito de secuestro y alga Isabel
Vicente a 20 años de prisión como cómplice del mismo delito.

~ Véase, Sentencia de 14 de mayo de 1999 proferida por el Tribunal Sexto de Sentencia Penal,
Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente, Anexo 5.

5 Ibídem.
6 Se subraya el hecho de que Guatemala ratificó la Convención Americana el 25 de mayo de 1978

y aceptó la competencia contenciosa de la Corte Interamericana el9 de marzo de 1987.
7 Véase, Reseña informal sobre el contenido del Decreto 81-96, Anexo 6.
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35. Para el momento en que Guatemala ratificó la Convención Americana
sobre Derechos Humanos, el articulo 201 del Código Penal sancionaba con la pena de
muerte los casos de secuestro, únicamente cuando al plagio hubiera seguido la muerte
del secuestrado. Esta norma disponla que

;.
i

lel t plagio o secuestro de una persona con el objeto de lograr rescate , canje de terceras
persona s u otro lncíto de igual o análoga entidad, se castigara con la pena de ocho a
quince años de pñsi6n.

Se Impondrá la pena de muerte al responsable, cuando con motivo o en ocasión del
plagio o secuestro, falleciera la persona secuestrada."

0000064

i

I,
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36. Los acusados condenados a la pena de muerte, ent re ellos el señor
Raxcacó Reye s, prese ntaron recursos de apelación especial contra la sentencia dictada
el 14 de mayo de 1999 por el Trib unal de Sentencia, recursos que fueron dec larados
admisibles el9 de julio de 1999.

37. El fundamento del recurso de apelación interpuesto por el Sr. Raxcacó
era que el Tr ibunal le hab la aplicado erróneamente la pena de muerte con base en una
ley que viola el principio constitucional segú n el cual en materia de derechos humanos
los tratados y convenios internacionales tienen preeminencia sobre el derecho ordinario
ínternc." Su pretensión elevada ante la Corte de Apelac iones consistía en que ,
conforme al articulo 46 de la Constitución de Guatemala 1(1 y al articulo 4(2) de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos, no se le aplicara la pena de muerte,
toda vez que la pena debe ser proporcional al daño causado y no superior a éste.

38. Durante la audiencia pública de segunda instancia, la defensa del señor
Raxcacó Reyes, a cargo del licenciado Reyes Ovidio Girón Vásq uez , exp licó al tribunal
ad quem que el tribunal de sentencia inobservó la ley al aplicar la pena de muerte pues
el niño de León Wug, agraviado por el presunto plagio, no murió (supra, párrafo 30) y en
consecuencia, también se quebrantó el principio de proporc iona lidad de la pena, en
violación de los art ículos 3. 19 Y 46 de la Constitución Política guatemalteca y 4(2) de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos. En dicha oportunidad , el señor
Raxcacó Reyes manifestó en su defensa que la sentencia que le fue impuesta no se
ajustaba a la ley.u

39. Mediante sentencia de fec ha 13 de septiembre de 1999, la Sala Cuarta
de la Corte de Apelaciones decla ró improcedente la impugnación planteada por el señor
Ra xcac ó Reyes co ntra la se nte ncia condenatoria . En cuanto a la supuesta
inobse rvan cia de l artículo 4(2 ) de la Convención Americana o Pacto de San José, el
fallo seña la lo síguiente:

es tesis de éste Tribunal Que el referido artículo del citado pacto, autoriza la
aplicación de la pena de muerte en los delitos más graves, y en aquellos delitos

e Véase. Texto del artículo 201 delCódigo Penalantes de la reforma introducida en 1996, Decreto
17·73, Anexe 7.

9 Véase, Sentencia del 13 de septiembre de 1999 de la Sala Cuarta de la Corte deApelaciones de
Guatemala. Anexo9.

10 La Constitución de Guatemala establece:
Articulo 46. Preeminencia del derecho Intemaclonal. Se establece el
principio general de que en materia de derechos humanos. los tratados
y convenciones aceptados y ratificados por Guatemala, tiene
preeminenciasobre el derecho interno

" Véase, Sentencia del 13 de septiembre de 1999 de la Sala Cuarta de la Corte de Apelaciones
de Guatemala, Anexo 9.
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que ya la hubieren tenido contemplada antes de que entrara en vigencia el Pacto
de San José. Es notorio que el delito de Plagio o Secuestro ya tenia
contemplada dicha pena, cuando falleciera la vlctima. y esto desde la OOO(\ O65
promulgación del Decreto 17-73 del Congreso de la República; y siendo que la
Convención Americana de Derechas Humanos (sic) fue ratificada
posteriormente, viniendo a ser ley para Guatemala a partir de la promulgación
del Decreto 6·78 del Congreso de la República, entonces claramente se
establece que el artículo 201 del Decreto 17-73 y sus reformas le es plenamente
aplicable al caso que nos ocupa y no hay ninguna contravención, tampoco a 10
estipulado en el artículo 46 de la Constitución Polltica de la República, pues no
existe colisión entre la ley nacional y lo contemplado en el referido tratado de
Derechos Humanos, motivo por el cual se concluye que el Tribunal de primer
grado actuó correctamente y con fundamento a la ley vigente en el pals, pues el
delito que se juzga es de mucha gravedad y ya tenia contemplada la pena de
muerte desde el año mil novecientos setenta y tres."

40. Contra la sentencia del tribunal de apalaclón el señor Raxcac6 Reyes y
otros dos coimputados prese ntaron sendos recursos de casac ión , los cuales fueron
acumulados y declarados improcedentes por fa Cámara Penal de fa Corte Suprema de
Justicia mediante sentencia de fecha 20 de julio de 2000.

41. la impugnación propuesta por el señor Raxcacó Reyes se basaba en
que la sentencia de la Corte de Apelaciones desconoció los art ículos 3, 19 Y 46 de la
Constitución de Guatemala y del artículo 4°, inciso 2° de la Convención Americana al
aplicar la extensión de la pena de muerte a delitos para [os cuales la le~ no la había
previsto al momento en que Guatemala ratificó el referido instrumento. ' la Cámara
Penal de la Corte Suprema de Justicia no encontró contradicci ón alguna entre el texto
reformado del artículo 201 del Código Penal y el articulo 46 de la Constitución "toda vez
que la citada Convención impone límites en cuanto a que la aplicación de la pena de
muerte no debe aplicarse a otros delitos que no la contemplen, a partir de su entrada en
vigencia, y el delito de plagio o secuestro ya contemplaba dicha pena desde la entrada
en vigencia del Código Penal, en mil novecientos setenta y tres"."

42. El 28 de junio de 2001, la Corte de Constitucionalidad rechazó en única
instancia un amparo propuesto por el señor Raxcacó Reyes el 25 de agosto de 2000
contra el fa llo de la Corte Suprema de Justicia. En su decisión , la Corte de
Constitucional idad reconoció el valor del derecho internacional. así como el compromiso
que tiene el Estado de Guatemala de obs ervar y respetar 10 dispues to en dichos
tratados, máxime cuando son de derechos humanos ; interpretó el art ículo 4 (2) de la
Convención America na e, invocando la Opinión Consult iva OC-3/83 de la Corte,
concluyó que es viable la aplicación de la pena de muerte para deli tos calificados como
graves, entre los cua les se encuentra el delito de secuestro. Asimismo , la Corte de
Constitucionalidad decla ró la compatibilidad de las diferentes reformas al art ículo 201
del Código Penal con la Convención Americana. Por último, consideró que la aplicació n
por los tribunales guatemaltecos del articulo 201 reformado del Código Penal en el caso
del señor Raxcacó Reyes, no violó el artículo 46 de la Constitución guatemalteca ni el
articulo 4(2) de la Convención, "aún en el delito de plagio o secuestro no seguido de
muerte de la víctima".15 De este modo, la vla ordinaria quedó agotada.

121dem
13 Véase, Sentencia de fecha 20 de julio de 2000 emitida por la Corte Suprema de Justicia, Anexo

10,
14 /dem
15 véase , Sentencia del 28 de junio de 2001 de la Corte de Consti1ucionalidad, Anexo 11.



-/'"'.

- 12 -

43. Mediante Decreto Legislativo 32/2000 , de 1ro de junio de 2000, se
derogó la Ley de Indulto (Decreto 159 de la Asamblea Legislativa Nacional de fecha 19
de abril de 1692) que establecía el derecho al indulto y reglamentaba el recurso de
gracia, procedimiento para hacer efectivo tal derecho, por lo que el señor Raxcacó
Reyes se vio impedido para solicitar su indulto o la conmutación de la pena de acuerdo
con lo dispuesto por el articulo 4(6) de la Convención Americana. OOOOO66

44. A partir del 14 de mayo de 1999, fecha en la que fue condenado a la pena
de muerte, el Señor Raxcacó se encuentra a la espera de la ejecución de la sentencia,
confinado en un establecimiento de máxima seguridad, compartiendo una celda de 9
metros cuadrados con otras 3 personas, sin permitrrseles salir al aire libre. Del área de
la celda, 2 metros cuadrados son destinados a un patio, en el cual (por sus dimensiones)
es imposible realizar ejer cicio físico alguno. Tanto el Sr. Raxcacó como el resto de
condenados a muerte padecen de afecciones relacionadas con la tensión de la espera
de la ejecución, no obstante. no se les proporciona tratamiento médico adecuado, ni se
les permite sali r para citas hospitalarias. Las visitas de los condenados a muerte se
limitan a dos horas sema nales y se efectúan en el mismo pabellón, con muchas
limitaciones físicas . Las comunicaciones telefónicas y la correspondencia son limitadas.
La comida es escasa y de mala calidad. Solo se les provee de agua durante dos horas
cada dla. No se les proporciona implementos de limpieza personal y deben tomar su
ducha en la misma celda.

VII. FUNDAMENTOS DE DERECHD

A. Violación de los derechos consagrados en los artículos 4, 5, 8 Y 25
de la Convención a partir de la adopción y aplicación de la pena de
mu erte de Impos ici ón obligatoria

45. La pena de muerte obligatoria no ofrece distinciones racionales entre las
personas que puedan haber comet ido el mismo delito -en el caso actual, el delito de
secuestro- en una gran variedad de circunstancias personales. y, por tanto, priva al
delincuente de su vida sin reconocer que, como persona única , merece una
consideración individual.

46. El artículo 201 del Código Penal guatemalteco vigente. en virtud del cual
se impuso en forma obligatoria la pena de muerte al señor Raxcacó Reyes, dispone que
el autor del delito de secuestro, independientemente del resultado de la acción i1icita,
será sancionado con la pena capital, y solo por excepción, "cuando ésta no pueda ser
impuesta, se aplicará prisión de veinticinco a cincuenta años". Las excepciones a las
que se refiere la norma son aquellas previstas por el artículo 43 del mismo Código
Penal, que establece:

(...] no podrá imponerse la pena de muerte: 1. Por delitos políticos; 2. Cuando la
condena se fundamente en presunciones; 3. A mujeres; 4. A varones mayores
de setenta afias; 5. A personas cuya extradición haya sido concedida bajo esa
condición.

47. A su vez, el articulo 65 del Código Penal guatema lteco obliga al juzgador
a analizar una serie de factores además del delito al momento de imponer la sanción a
los responsables:
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lell juez o tribunal determinará, en la sentencia, la pena que corresponda, dentro
del máximo y el mfnimo señalado por la ley, para cada delito, teniendo en cuenta
la mayor o menor peligrosidad del culpable, los antecedentes personales de éste OOOOO67
y de la ylctima el móvil del delito, la extensión e intensidad del daño causado y
las circunstancias atenuantes y agravantes que concurran en el hecho
apreciadas tanto por su número como por su entidad o importancia. El juez o
tribunal deberá consignar, expresamente, los extremos a que se refiere el
párrafo que antecede y que ha considerado determinantes para regular la pena.
(énfasis añadido)

La norma en cuestión resulta definit ivame nte inaplicable a los delitos de secuestro, en
razón de la redacción actual del artlculo que prescribe sanción única.

48 . Lo anterior significa que, conforme a la legislación guatemal teca, una vez
establecid a la autor ía en un delito de secuestro , el tribuna l no puede valorar
circunstancia atenuante alguna con el propósito de graduar la pena . l a legislación tal
como está redactada obliga al juzgad or, en este caso el tribunal de sentencia, a imponer
la pena sobre la base única de la categoría de delito del que se considera responsable
al acusado.

49. En el caso particular del seii or Raxcacó, las circunstancias de excepción
que hubieran permitido la aplicación de una pena alternati va a la de muerte no operan,
mientras que las circunstancias particulares del hecho y del acusado jamás llegaron a
considerarse. Una vez que el tribunal de sentencia lo encontró responsable del delito de
secuestro, le impuso de manera directa la pena de muerte, según lo prescrito por el
ordenamiento juridico interno.

50. El leguaje empleado por el tribunal de sentencia en el fallo revela el
carácter automático de la aplicación de la pena en el caso de plagio o secuestro. En
efecto, en el punto resolutivo VII de la sentencia del 14 de mayo de 1999, referente a los
seño res Raxc acó Reyes, Ruiz Fuentes y Murg a Rodrlguez, el tr ibunal de sentencia,
declaró; "por unanimidad y como consecuencia a la infracción de la nor ma penal , se les
impone la pena de muerte".

51. la prohibición de la privación arb itraria de la vida co nsagrada en el
artículo 4(1) de la Convención debe interpretarse en el sentido de que perm ite la
aplicación de la pena de muerte únicamente a través de sentencias ind ividualizadas en
las que la autoridad que dicta la sentencia tiene discreción para considerar las posibles
circunstancias atenu antes del delincuente y del delito para determinar si la pena de
muerte es un castigo adecu ado . Estos factores deben incl uir el carácter y los
antecedentes del delincuen te, factores subje tivos que pudieran haber motivado su
conducta, la forma de ejecución del del ito en particular y la posibifidad de reforma y
readaptación soc ial del de lincuen te, como lo establecen los principias y normas
legislativas y judiciales. Además, el ejercicio de la discreción debe estar sujeto a una
revisión judicial efectiva. Este criterio es congruente con los principios interpretat ivos
que deben informar la interpretación del art ículo 4 de la Convención, as! como la
interpretación restring ida que los órganos inte rnacionales han acordado a las
disposiciones contractuales sobre la pena capital. Esto incluye en part icular la opini6n
de la Corte de que el artículo 4 de la Convenc ión debe interpretarse en el sentido de
que "adopta las disposiciones requeridas para limitar definitivamente su aplicación y su
ámbito , de modo que éste se vaya reduciendo hasta su supresión ñnat';"

16 Corte IOH, Opinión Consultiva OC-3183 de 8 de septiembre de 1983, Restricciones a la Pena de
Muerte (Arts_ 4(2) y 4(4) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos) , Serie A N° 3, párrafo57.
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52. La Comisión ha evaluado el carácter obligatorio de la pena de muerte
establecido en diversas legislaciones de la reqión." a la luz del artículo 4 (derecho a la
vida), el articulo 5 (derecho a la integridad personal), el artículo a (garantlas judiciales) y
el artículo 25 (protección judicial) de la Convención y los principios en que se fundan
estas dispos iciones. También ha considerado la pena de muerte de imposición
obligatoria teniendo en cuenta los criterios estab lecidos por otras jurisdicciones
internacionales y nacionales en la medida en que dichos criterios pueden ilustrar las
normas convencionales aplicables, como hará a ccntmuacíon."

53. La Comisión entiende que los órganos supervisores de Jos instrumentos
internacionales de derechos humanos han sometido las disposiciones sobre pena de
muerte a una interpretación restrictiva para asegurar que la ley controle y limite
taxativamente las circunstancias en que las autoridades de un Estado pueden privar de
la vida a una persona. Esto incluye el cumplimiento estricto de las normas del debido
procese ."

54. La Corte Europ ea de Derechos Human os ha declarado en forma
terminante que aunque en principio la pena de muerte es permisible bajo el articulo 2 de
la Convención Europea (equivalente al artículo 4 de la Convención Americana), una
privación arbitraria de la vida a partir de la aplicación de la pena capital está prohibida,
entendiendo que tal principio surge del texto mismo de la Convención cuando estipula
que el derecho de toda persona a la vida deberá estar protegido por la ley.20

55. El mismo tribunal ha establecido que en todos los casos en que la pena
de muerte sea impuesta, las circunstancias personales de la persona condenada, las
condiciones de detención mientras espera la ejecución y la duración de la detención
anterior a la ejecución son ejemplos de factores capaces de obligar a un análisis de la
sanción bajo el art fculo 3 de la Convención Europea (equivalente al articulo 5 de la
Convención Americana)."

56. En el ámbit o del sistema universal varios pronunciamientos resultan
ilustrativos, por ejemplo, en el caso Lubuto contra Zambia22

, en que el recurrente habla
recibido una sentencia de muerte obligatoria por robo a mano armada, el Comité de
Derechos Humanos de la ONU, pese a no llegar a la conclusión de que las sentencias
de muerte obligatorias contravenían per se el Pacto Internacional de Derechos Civiles y

'1 CIDH, Rudo/ph Baptiste, Informe NG38/00 , Caso 11.743 , c reneoa. Informe Anual de la CIDH
1999, pago 721; Desmond McKenzie y otros, Jamaica, Caso 12.023, Informe NG 41/00 , párrafo 220; Miche l
Edwards ~ otros, Banama s, Caso 12.067, Informe N° 48101 , p érrs. 117 - 165.

8 En tal sentido el articulo 29 de la Convención establece que ninguna disposición del tratado
puede ser interpretada en el sentido de limitar el goce y ejerccc de cualquier derecho o libertad que pueda
estar reco nocido de acuerdo con las reyes de cualquiera de los Estados partes o de acuerdo con otro
instrumento Internacional en que sea parte uno de dichos Estados, ni exclu ir o limitar el efecto que puedan
producir la Declaración Ameri cana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionale s de la
misma naturaleza.

19 Véase, CIDH, McKenzle y otros, supra, párrafo 186-187; Edwars, supra, párrafo 109; ClD H; y
análogam ente Martlnez Vil/arreal, supra, párrafo 52, y Bapfisfe, supra, c érrs . 74 y 75. Véase también, HRC,
Anthonyy McLeood c. Jamaica, Comun icación NG734/1997, ONU Doc. CCPRlC/62/734/1997; y Corte IOH,
Opinión Consultiva OC·3/83 de 8 de septiembre de 1983, Restricciones a la Pena de Muerte (Arts. 4(2) y
4(4) de te Convención Americana sobre Derechos Hum anos) , se rie A N" 3, párrs . 52 y 54.

20 Véase, ECHR, Case o( Oca/an v. Turkey, Judgment ct 12 march 2003, consultado en
W'hW.echr,coe,int al 16 de septiembre de 2004, párrafo 202.

11 Véase, ECHR, Case ot G.B. v. Bu/garla, Judgment of 11 march 2004, con sultado en
w.yw,echr ,CQe.int al1 6 de septiembre de 2004, párraro 73.

il HRC, Lubuto c. Zambia (Comunicación No. 390/1990) , UN Doc . CCPR/C/55/D/39011990/Relo'.1,
(octubre de 1995), párrafo 7.2

0000 068
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Políticos (en adelante MP IDCP~), reconoció que la inexistencia de discreción de parte de
la autoridad que dictaba la sentencia para considerar las circunstanci as particulares del
delito en la determinación de si la pena de muerte era el castigo adecuado, podría
contravenir condiciones prescritas internacionalmen te para apl icar la pena de muerte.
en este caso, los requisitos dispuestos por el articu lo 6(2) del PIDCP de que la pena de
muerte se imponga "únicamente por los más graves delitos: El Comité concluyó que

"

[pluesto que en este caso el uso de armas de fuego no produjo la muerte ni la
lesión de persona alguna y que la Corte no pudo tener legalmente en cuenta
estos elementos al imponer la sentencia, el Comité opina que la imposición
obligatoria de la sentencia de muerte en estas circunstancias es violatoria del
inciso2 del artículo 6 del Pacto.

00 0006 9

"

-,

-.

57. En cambio, en el caso Thompson contra San Vicente y Las Granadina~3 ,
el Comité de Derechos Humanos declaró en forma expresa que:

{lla preceptiva imposición de la pena de muerte conforme al derecho del Estado
Parte se funda únicamente en el tipo de delito del que se ha declarado culpable
al autor. sin tener en cuenta las circunstancias personales del acusado o
aquellas en las que se cometió el delito [...] El Comité estima que ese sistema de
condena preceptiva a la pena capital privaría al individuo del más fundamental
de los derechos, el derecho a la vida, sin tomar en consideración si esta forma
excepcional de castigo es apropiada en las circunstancias del caso.

58. Esta op in ión fue rat ificada posteriormente en la de cisión del caso
Kennedy contra Trinid ad y Tobaq o. donde el Comité señaló qu e el "régime n de
obligatoriedad de la pena capital obligatoria privarla al autor de su derecho a la vida. sin
entrar a co nsiderar si, en las circu nstancias particu lares del caso, esta forma
excepcional de castigo es compatible con las disposiciones del Pacto.v"

59. En esta misma li nea, el Comité de Derechos Humanos de la
Organ ización de Naciones Unidas ha manifestado que del art ículo 6 (incisos del 2 al 6)
del PIDC P se desprende que los Estados partes están obligados a limita r el uso de la
pena de muerte y, part icularmente, a aboli rla para los crlmenes que no sean los más
serios . a efectos de lo cual estos deben considera r la posibi lidad de revisar sus leyes
penares."

60. En sus observaciones finales al último informe periódico presentado por
el Gobie rno de Guatemala, el Comité señaló en forma expresa, su

preocupación por la aplicación de la pena de muerte y en particular la ampliación
del número de delitos susceptibles de ser castigados con dicha pena,
habiéndose extendido ésta al secuestro sin resultado de muerte , en
contravención de lo dispuesto en el Pacto. El Estado Parte debe limitar la
aplicación de la pena de muerte a los delitos más graves, y restringir el número
de delitos susceptibles de ser castigados con dicha pena de conformidad con el
párrafo 2 del artículo 6 del Pacto. Se invita al Estado Parte a que vaya hacia la
abolición total de la pena de muerte."

Z3 HRC. Thomp301l c. SOIl Vicente y La3 Granadil103 (Comunicación No. 806/ 1998 ), UN Doc.
CCPR/Cf70/DI806/ 1998, (5 de diciembre de 2000), párrafo 8.2

2. HR C, Kennedy c . Trinidad y To bago (Comuni cación No. 845/ 199 9) , UN Doc.
CCPR/C1741D184511 999, (28 de marzo de 2002), párrafo 7.3

2S HRG, Comentario GeneralNo. 6, párrafo 6
le HRC, Observaciones finales del Comité de Derechos Humanos: Guatemala , 27 de agosto de

200 1, CCPRlC0f721GTM, párrafo 17.
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61. También en el ámbit o de la ON U, el Re lator Especia l sobre Ejecuciones
Extrajudiciales, Sumarias o Arbitrarias, ha sugerido en términos más generales que la
aplicación de las normas del debido proceso a las actuaciones vincu ladas a la pe na de
muerte exige, entre otras cosas, que, al impon erse la sente ncia, se tengan en cuenta
todos los factores atenuantes:

[eJI proceso que dé lugar a la imposición de la pena capital debe conformarse
con las más estrictas normas de independen cia, competencia, objetividad e
imparcialidad de los jueces y jurados. Todos los acusados en casos de delitos
pasibles de la pena capital deben tener acceso a las máximas garantfas de una
defensa adecuada en todas las etapas del proceso, incluida la asistencia letrada
ade cuada finan ciada por el Estado, a cargo de abogados defensores
competentes. Debe presumirse la inocencia de los acusados hasta que se haya
probado su culpabilidad sin que exista lugar para una duda razonable, en
aplicación de las normas más est rictas para la recolección y evaluación de
pruebas. Deben tenerse en cuenta todos los factores atenuantes. Se debe
garantizar que en el proceso se pueden examinar los aspectos de hecho y de
derecho del caso ante un tribunal superior integrado por jueces que no sean los
que entendieron en el caso en primera instancia. Además. debe garantizarse el
derecho del acusa do a solic itar indu lto, conmutació n de la sentencia o
clemencia."

62. Con respecto a las normas para el pronunciam iento de sentencias a nivel
internacional y en términos más generales, el Tribunal Penal Internacional para la ex­
Yug oslavia of rece uno de los ejemplos más recientes de un tribunal internacional que
determina viol ac iones graves de l derecho humanitario internaciona l. Si bien la pena
impuesta por el Tribunal se limita a la peniten ciaria , el Estatuto que rige las actu aciones
del Tribunal establece específicamente que Mal imponer la sentencia , la Sa la encargada
del j uic io debe tener en cuenta aspectos ta les como la gravedad del delito y las
circunstancias individuales del conoenedc.r"

63. Ahora , la Comisión analizará el tema desde el punto de vista de las
jurisdicciones nac ionales de diversos Estados que aplica n la pena de muerte:

64 . Las co rtes superiores de algunos Estados de derecho común qu e, al
menos hasta ha ce poco, ma ntenian la pena de muerte, han considerado análogamente
q ue la impo sición racional y humana de la pe na de muerte exige una disc reción
or ientada de parte de la autoridad que dicta la sentencia pa ra considerar las
circunstanci as aten uantes de los delincuentes y los de litos individuales. La Suprema
Corte de los Estados Unidos , en el caso Woodson contra el Estado de Carolina del
Norte29 llegó a la co nc lusi ón de que la aplicación obligatoria de la se ntencia de muerte
en los casos de asesinato co n premed itación y alevosía, prevista en la legislación de
Carol ina del Norte. violaba la octava y la decimocuarta Enmiendas. En dich o cas o, la

27 Informe del Relator Especial de la ONU sobre Ejecuciones Extrajudiciales. Sumarias o
Arbitrarias, Sr. Sacre Waty Ndiaye, presentado de acuerdo con la Resolución 1994/82, Convención de
Derechos Humanos, Cuestión de la Violación de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales en
cualquier parte del mundo, con referencia particular a los palees y territorios coloniales y otros paises y
territorios dependientes. UN Doc E/CNAI1995/61 (1 4 de diciembre de 1994) (en adelante, el "Informe
Ndiaye") ,~rrafo .377 .

Estatuto del Tribunal Penal Internacional para la Ex-Yugoslavia, Anexo al Informe del s ecretare
General de conformidad con el Párrafo 2 de la Resolución del Consejo de Seguridad 80a, UN n oc
S/25704/Add.1/Corr.1 (1993), Art.24. Véase, análogamente. el Estatuto oer Tribunal Penal lntemacional
para Rwanda, Anexo a la Resolución 955 del Consejo de Seguridad, ONU, SCOR. 49°. Periodo de
Ses¡oneS~Sesión 3453, UN Oae S/RES1955 (1994), articulo 23.

49 L Ed944.
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Co rte tambié n comprobó que la pena de muerte obligatori a no perm itía la consideració n
particular de aspectos re levantes del ca rácter y los antecedentes de cada condenado
antes de imponerle la sentencia de muerte , por lo cual, era incongrue nte con el respeto
fu ndame ntal a la humanid ad que informaba la prohibición de castigos crue les e
inusuales.

65 . En el caso del Estado contra Makwanyane y McHunJ30, la Corte
Constitucional de la Repúbl ica de Sudáfrica estableció que :

[I)a Corte debe identificar los factores atenuantes y agravantes, teniendo en
cuenta que recae en el Estado la carga de probar más allá de toda duda
razonable la existencia de factores agravantes, y denegar más allá de toda duda
razonable la existencia de los factores atenuantes que pueda esgrimi r el
acusado. Debe prestarse la debida atención a las circunstancias personales y a
los factores subjetivos que pudieran haber incidido en la conducta del acusado y
estos factores deben ponderarse con los objetos principales del castigo, que se
ha sostenido son: la disuasión, prevención, reforma y el justo castigo. En este
proceso "todo aspecto relevante debe merecer el más escrupuloso cuidado y
atención " y la sentencia de muerte sólo debe imponerse en los casos más
excepcionales, en los que no existen perspectivas razonables de reforma y el
objeto del castigo no pueda alcanzarse debidamente con aira sentencia.

66. De igual modo, en el cas o Sachan Singh contra el Estado de Punjab31
, la

Corte Suprema de Just icia de la India señaló que una preocupación real y permanente
por la dig nidad de la vida humana, que postula la resisten cia a pr ivar de la vida
mediante el instrumento de la ley: "[nJo se debe proceder así sino en los casos más
excepcionales y cuando es incuestionable que no existe alternat iva ."

67. En resumen , la experiencia de otras jurisdicciones internacionales y
nacionales sug iere que la discrecionalidad gui ada de parte de las auto ridades que
pronuncian las sentencia s para considerar las posibles circunstancias atenu antes de los
delincuentes y los delitos es una de las cond iciones previas ne cesarias pa ra la
imposición de una pena capital en forma humana y no arbitraria . Queda determinado
que estas circu nstancias aten uantes incluyen el ca rácter y los antecedentes del
delincuente, los factores subjetivos que pud ieran haber incidido en su comportamiento ,
el designi o y la form a en que se ejecutó el de lito en particular y la posibilidad de reforma
y readaptación social del de lincuente.

68. Lo analizado en los pá rrafos anteriores demuestra adem ás. que ha sido
generalmente reconocido, que la pena de muerte es una forma de castigo que difiere en
susta ncia y en grado de otros medios de sanción. Es la forma absoluta de castigo que
resulta en la afectación del más valioso de los derechos , el derecho a la vida, y , una vez
imp lementad o, es irrevocable e irreparable y, en consecuencia, el hecho de que la pena
de muerte sea un castigo excepcional también debe se r reconocido en la interpretación
de l artículo 4 de la Co nvención Americana."

69 .
relevancia
muerte .

A conti nuación , la Co mis ió n analizará
para el cas o concreto : la ela borada por [a

la jurisprudencia de mayor
propia Corte sobre pena de

;JJ N0CCTI3I94 , Sentencia del 6 de junio de 1995 (traducción de la CIDH).
J ' (1980) 2 S.C.C. 475
32 CIDH, Caso Rudoph Baptiste , supra, 740·763; CIOH, Caso McKenzie y otros, supra, párrafo

188, donde se cae, entre otros, a Woods on c. Carolina del Norte 49L Ed2d 944, 961 .
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70. En primer lugar es necesario recordar que aún cuando la Convención no
prohibe expresamente la aplicación de la pena de muerte, la Corte ha afirmado que las
nor mas convencionales sobre ésta deben interpretarse en el sentido de "limitar
defin itivam ente su apli cación y su ámbito, de modo que éste se vaya reduciendo hasta
su supresión final"" OOOOO72

71. En virtud de la or ientación gen eral que acoge el arti culo 4 de la
Convención Americana, si se analiza como un todo, la Corte ha establecido que

[qJuedan [...Jdefinidos tres grupos de limitaciones para la pena de muerte en ros
paises que no han resuelto su abolición. En primer rugar, la Imposición o
aplicación de dicha pena está sujeta al cumplimiento de reglas procesares cuyo
respeto debe vigilarse y exigirse de modo estricto. En segundo lugar, su ámbito
de aplicación debe reducirse al de los más graves delitos comunes y no conexos
con delitos pontees. Por último, es preciso atender a ciertas consideraciones
propias de la persona del reo, las cuales pueden excluir la imposición o
aplicación de la pena capital".

72 . Asimismo, es importante tener en cuenta que la lucha de los Estados
contra el de lito debe desarrollarse con pleno respeto a los derechos humanos de las
personas sometidas a su jurisdicción, y de conformidad con los tratados apncabres."

73. La aplicación de la pena de muerte de manera automática y genérica
pued e presentar diversos órdenes de graveda d. Al respecto, la Corte consideró en
ocasión anterior que una ley imped fa al juez considerar circunstancias básicas en la
determinación del grado de culpabilidad y en la individualización de la pena , dando lugar
a la imposición indiscriminada de una misma sanción para conductas que pueden ser
muy diferentes entre si. A juicio de la Corte cuando se encuentra en juego el bien
jurídico de la vida humana, esta aplicación indiscriminada de la pena, constituye una
arbitrar iedad en los términos del artículo 4(1) de la Convención."

74. Una de las formas que puede asumir la privación arbitraria de la vida, en
los términos de la prohibición del art icul o 4.1 de la Convención, es la que se configura
cuando, en los paises en que aún existe la pena de muerte, ésta se util iza para castigar
del itos que no presentan las características de máxima qravedad."

75 . Para completar el análisis precedente resulta ilu strat ivo referi rse al
peritaje rendido ante la Corte lnteramericana por ScharJette Holdman en el trámite del
caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros, en el sentido de que

[e]1 enfoque de la atenuación intenta establecer el alcancede la responsabil idad
individual en la ejecución de ciertas conductas, analizando aspectos del
delincuente como el historial familiar, déficit neurológico, incapacidad de

33 Corte IOH, Caso Hi/8ire, Constantine y Benj8min y otros , Sentencia de 21 de junio de 2002,
Serie C N° 94, párrafo 99; y Opini ón Consull iva OC-3J83 del 8 de septiembre de 1983, Restricciones 8 la
Pena de Muerte (arts. 4.2 y 4.4 convención ameri cana score derechos humanos), Serie A N° 3, párrafo 57.

34 Corte IOH, Caso Hilaire, Constantine y Benjam in y otros, Sentencia da 21 da junio de 2002 ,
Serie e N° 94, párrafo 100; y Opin ión ccneumve OC -3/83 del 8 de septiembre de 1983, Restricciones a ta
Pena de Muerte (arts. 4.2 y 4.4 convención americana sobre derechos humanos), Serie A N° 3, párrafo 55.

35 Corte IOH, Cas o Hilaire, Constantine y Benjamin y otros, Sentencia de 21 de junio de 2002,
Serie C W 94, párrafo 101.

36 Corte IOH, CaSO Hi/aire, Constantine y Benjamin y otros, Sentencia de 21 de junio de 2002,
Serie C N° 94, párrafo 103.

31' Corte IDH, Caso HilBire, Constantine y Benjamin y otros, Sentencia de 21 de junio de 2002,
serie C W 94, párrafo 106.
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desarrollo ñslco y mental, enfermedades médicas y psiquiátricas, retardo mental,
funcionamiento intelectual, influencias étnicas y culturales, situación de pobreza
extrema, ambiente comunitario, maltrato infantil, carácter y edad cronológica,
entre otros. l ...l Las teorías de la atenuación se basan en el respeto por la
singularidad del individuo y exigen que se estudien el carácter y el récord del
ofensor, ya que ello minimiza el riesgo de que la penade muerte se imponga sin
tomar en cuenta factores que puedan llevar a aplicar una pena menos severa.3a
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76. En definit iva , para que la imposición de la pena de muerte sea
congruente con los artículos 4, 5, 8 y 25 de la Convenci6n, es necesario un mecanismo
efectivo por el cual el acusado pueda presentar descargos y pruebas ante el Tribunal
que pronuncia la sentenc ia acerca de si la pena de muerte es un castigo permisible y
apropiado en las circunstancias de su caso. Esto incluye, aunque no se limita a ello,
argumentos y pruebas en cuanto a si algunos de los factores incorporados en el articulo
4 de la Convención podrían prohibir la imposición de la pena de muerte.

77. En conclusi6n, al imponer la pena de muerte obligatoria al señor Raxcacó
Reyes, el Estado guatemalteco violó su derecho a no ser privado arbitrariamente de la
vida, consagrado en el artículo 4(1) de la Convención.

78. Asimismo, al sentenciar al señor Raxcac6 Reyes a una pena de muerte
obligatoria sin considerar sus círcunstancias individuales, ha violado sus derechos a la
integridad física , psíquica y moral, en contravención del articulo 5(1) de la Convención,
y lo ha sometido a un castigo o tratamiento cruel , inhumano o degradante, en violación
del art iculo 5(2). El respeto esencia l por la dignidad del individuo que informa el artículo
5 (1) Y (2) de la Convención no puede conciliarse con un sistema que priva al individuo
de sus derechos más fundamentales, como el derecho a la vida, sin considerar si esta
fo rma excepcional de castigo es adecuada a las ci rcunstancias de su caso. La
determinación de la pena de muerte obligatoria como privación arbitraria de la vida
refuerza su caracterizac ión de castigo o trato cruel, inhumano y degradante, contrario,
por tanto, al articulo 5(2) de la Convención.

79. De igual modo, el Estado ha violado el artícu lo 8(1) de la Convención en
concordancia con el artículo 4 del tratado, al imponer de manera obligatoria la pena de
muerte al señor Raxcacó Reyes, negándole la oportun idad de presentar argumentos y
pruebas ante el tribunal de primera instancia respecto a si su condena ameritaba la
pena de muerte, y al impedir que el tribuna l de segunda insta ncia revisara la
pertenencia de la aplicación de dicha pena.

80. Finalmente, el Estado ha violado el articu lo 25 de la Convención, toda
vez que los recursos previstos en la ley para impugnar la imposición obligatoria de la
pena de muerte no son capaces de producir el resultado para el cual han sido creados.
Una vez impuesta de manera obligatoria la sanción capital, lo único que puede hacer un
tribunal superior es determinar si el acusado fue hallado culpable de un delito para el
cual la sanción de la pena de muerte era obligatoria. El carácter obligatorio de la
sanción impide que un tribunal de alzada considere si la pena de muerte era el castigo
adecuado a las condi ciones person ales del procesado y a las ci rcunstancias
particulares del caso, así como a la proporcionalidad entre el delito y el castigo.

81. Por estas consideraciones, la Comisión solicita a la Corte que declare
que en este caso, al imponer la pena de muerte obligatoria, el Estado de Guatemala

3fl Co rta IDH, Caso Hifa iro, Constantin e y Benjamin y otros, Sentancia da 2 1 de junio de 2002,
Serie e N° 94, párrafo 76(c).
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violó los derechos del señor Raxcacó Reyes establecidos en los artículos 4(1 ). 5(1),
5(2), 8(1) Y 25 de la Convención Americana , en relación con la obligación general de
respeto y garantía que estip ula el artícu lo 1(1) del tratado.

B. Violac ión del articulo 4(2) de la Convención Americana al extender
la apl icación de la pena de muerte a delitos para los cuales la ley no
la contemplaba al momento en que el Estado ratificó dich o
in strumento

82. El art Iculo 4(2) de la Convención Americana establece que:

[eln los países que no han abolido la pena de muerte, esta s610 podrá imponerse
por los delitos más graves, en cumplimiento de sentencia ejecutoriada de
tribu nal competente de conformidad con una ley que establezca tal pena, dictada
con anterioridad a la comisión del delito. Tampoco se extenderá su aplicación a
delitos a los cuales no se aplique actualmente.

83. La norma en cuest ión constituye un limite a la apl icación de la pena de
muerte al estab lecer la prohibición absoluta de extender en el futuro la ap licación de la
pena de muerte ." A l interpretar dicho precepto convencional la Corte Interamericana,
de conformidad con el pr inci pio de buena fe consagrado en el artícu lo 31 (1) de la
Conven ción de Viena sobre el Derecho de los Tratados, advirtió que

no es posible albergar duda alguna respecto de la prohibición absoluta contenida
en esa disposición. según la cual ninguno de los Estados Partes puede disponer
la aplicación de la pena de muerte respecto de delitos para los cuales no
estuviese contemplada previamente por su legislación intema.«l

84. El articulo 201 del Código Penal vigente al 25 de mayo de 1978, fecha en
la que el Estado depositó el instrumento de rat ificación de la Con ven ción Americana,
establec ia la pena de muerte como sanción para el delito de plag io o se cuestro
únicame nte en el evento de que la persona secuest rada perdiera la vida, mientras que
la misma conducta tlpiea sin resu ltado de muerte era sancionada con una pena privati va
de la libertad.

85. Según fue explicado en una sección anterior, el art icu lo 201 adoptado
med iante Decreto Legislativo número 17 de 1973 textualmente seña laba :

Artículo 201. (Plagio o secuestro) El plagio o secuestre de una persona con el objeto de
lograr rescate, canje de terceras personas u otro iltcítc de igualo anéloga enlidad, se
castigará con la pena de ocho a quince años de prisión.

Se impondrá la pena de muerte al responsable, cuando con motivo o en ocasión del
plagio o secuestro, falleciera la persona secuestrada.

86. La norma en cuestión fue mod ificada en 1994, 1995 Y 1996 extendiendo
la pena de muerte a conductas const itut ivas de secuestro que al mo mento de la

es Corte IOH, Opinión Consultiva OC-3183 del 8 de septiembre de 1983, Restricciones a la Pena
de Muerte (arts, 4,2 y 4.4 convención americana sobre derechos humanos) . Serie A N" 3, perrero 68.

40 Idem, párrafu 59.
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rat ificación de la Convención Ame ricana no la tenlan prevista. La primera reforma
introducida media nte De cret o Legislativo 38/94 prescribía la pena de muerte para el
ca so de q ue el secuestrado fuera una pe rsona menor de 12 añ os o ma yor de 60, y
cuando el secuestrado falleciera o resultara con lesiones graves o gravlsimas o con
traumas psíqu icos o psicológicos permanentes a consecuencia del plagio .

42
En caso de

arrepentimiento del autor del de lito, la norma co ntemplaba el beneficio de atenuación de
la pena.

87. La segunda reforma se introdujo mediante Decreto Legislati vo 14/95 , que
establecía la pena de muerte cuand o por motivo o con ocas ión del plagio, el
secuestrado perdiera la vi da . excluyendo todas las causale s de ate nuación de la
pe na.

43

88 . La tercera reforma, rea lizada mediante el Decreto Legis lativo 81/96
vigente en Guatemala desde el 21 de Octub re de 1996, prescri be la pena de muerte
como única sanción ap licable al delito de secuestro , en tod as sus modalidades.

89 . A través de la mod ificación del articulo 201 de l Có digo Penal y de otras
di sposiciones del m ism o cuerpo legal , el Estado guatemalteco amplió el cat álogo de
conductas san cionables con la pena de muerte, lo qu e implica una violación al artí culo
4(2) de la Convención al pe rm itir la imposición de dicha pe na a delitos para los que no
estaba prevista al momento en que Guatemala rati ficó el instrumento.

90. Como se ha d icho, la C orte ha interpretado la norma en cues tión
re conociendo la tendencia ab olici onista que traza , e n v irt ud de la cual cualquier
am pli ació n al catál ogo de d el itos sancionados con la pena de muerte e stá
absolutamente prohibida:44

[e]n efecto, según el artículo 4.2 in fine, " tampoco se extenderá su aplicación a
delitos a los cuales no se la aplique actualmente" y, según el articulo 4.3. " no
se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido". No se
trata ya de rodear de condiciones rigurosas la excepcional imposición o
aplicación de la pena de muerte, sino de ponerle un limite definitivo, a través de
un proceso progresivo e irreversib le destinado a cumplirse tanto en los paises
que no han resuelto aún abolirla, como en aquellos que s l han tomado esa
determinació n. En el primer caso, si bien la Convención no llega a la supresión
de la pena de muerte, si prohiben que se extienda su uso y que se imponga
respecto a delitos para los cuales no estaba prevista antenormente. Se impide
así cualquier expansión en la lista de crímenes castigados con esa pena. .c5

41 Véanse, copias de los Decretos 38· 94 y 14-95 que obran en el Anexo 8, as¡ como la del
Decreto 8 1-96 que consta en el Anexo 6. Asimismo, véase, Misión para la venñcectén de los Acuerdos de
paz en Guatemala (MINUGUA), Informe Situación de la pena de muerte, mayo de 2002.

42 El artículo 201 previsto en el Decreto 38194 establecla:
El plagio o secuestro de una persona con el objeto de lograr rescate,
remuneración. canje de terceras personas, as! como cualquier otro propósito
illcito o lucrativo de iguales o análogas caractertsnces e Identidad se castigará
con la pena de veinticincoa treinta anos de prisión.

4~ El artículo 201 previsto enel Decreto 14195 astablecla:
El plagio o secuestro de una persona con el objeto de lograr rescate, canje de
terceras personas u otro propósito inerte de Igual o análoga entidad, se castigará
con la penade ocho a quinceaños de prisión.
Se impondrá la pena de muerte al responsable, cuando con motivo u ocasión del
plagio o secuestro, falleciere lapersona secuestrada.

44 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-3183 de 8 de septiembre de 1983 , Restricciones a la Penade
Muerte (arts. 4.2 y 4.4 convención americana sobrederechos humanos), SerieA N° 3, párrafos 56-59 .

45 Ibidem, párrafo 56.
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91. Las autoridades judiciales que tramitaron y decidieron el proceso contra
el señor Raxcacó Reyes, consideraron que la redacción actual del artículo 201 del
Código Penal no contrav iene la Convención Americana toda vez que antes de su
entrada en vigencia, el delito de plagio o secuestro ya estaba sancionado con la pena
de muerte . En particular la Corte de Constitucionalidad advirt ió en su sentencia del 28
de jun io de 2002 que el delito de plagio o secuestro, entendido como un mismo delito
del cual no se han derivado otras conductas que pudieran tipificar ilícitos penales
distintos a éste, pues las acciones que se comentan con ocasión al mismo podrían
constituir circunstancias agrava ntes o ate nuantes de la responsabil idad , ha
contemplado la pena de muerte para los autores directos de una fecha anterior a la
entrada en vigencia de la Convención. En relación con el alcance de las reformas al
régimen sustantivo penal, la Corte de Constitucionalidad señaló expresamente:

lo que el legislador ha realizado en las reformas antes citadas, es extender la
aplicación de la pena - en este caso de muerte - atendiendo al criterio de
autorla de las personas que cometen el delito de secuestre, extensión que ne
prohíbe la Convención en su artículo 4 numeral 2, por tratarse de un mismo
delito y no extenderse la aplicación de dicha penaa otros ilícitos penales que en
la fecha de inicio de la vigencia de dicha Convención no tuvieren contemplada
dicha pena.

92. Ahora bien, para establecer si el delito sancionado con la pena de muerte
antes de la entrada en vigencia de la Convención corresponde a aquel cuya pena fue
aplicada al señor Raxcac6 Reyes, se debe determinar, más allá de consideraciones
semánticas, cuál es la conducta humana Que se sanciona en cada uno de los
regímenes penales y cuáles son los bienes jurídicos que se protegen en cada tipo
penal.

93. Resulta evidente para la Comisión Que mientras el bien jurídico protegido
en el régimen penal vigente para el año 1973 era la vida del plagiado, cuya violación era
sancionable con la pena de muerte , bajo la reforma del año 1996 el bien jurldico
tutelado es la libertad del plagiado. Por lo tanto no resulta razonable conc luir, como
hicieron las autoridades guatema ltecas, Que ambos textos describen un mismo tipo
penal, aun cuando ambas infracciones aparezcan bajo una misma nomenclatura.

94. La Comisión observa que en mayo 25 de 1978, fech a en la que fue
depositado el instrumento de ratificación de la Convención Americana por el Estado, el
delito de secuestro sin resultado de la muerte de la vlctima era sancionado con una
pena de 8 a 15 años de prisión. De tal suerte que, en el caso concreto del niño de León
Wug , liberado ileso, la máxima sanción que hubiera recibido el señor Raxcacó Reyes
hubiera sido 15 años de encarcelamiento . Debe anotarse Que la disposición legal
contemplaba además la posibilidad de la graduación de la pena, para lo cual el tribunal
tendría que haber probado, valorado y registrado los criterios establecidos en el artículo
65 del Código Penal, es decir , los antecedentes personales del acusado, el móvil del
delito, la extensión e intensidad del daño causado y las circunstancias atenuantes y
agravantes que concurren en el hecho apreciadas tanto en su número como por su
entidad e importancia.

95. El secuestro seguido de la muerte del plagiado es de aquellos delitos Que
la doctrina penal denomina "califi cados por el resultado": del itos en los Que sólo es
posib le una moda lidad dolosa y que se encuentran sometidos a un marco penal
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" 1 " "6 t " 1I d lteri á " OOOO077es pecia , pues su cc rmst n rae consigo un res u a o u error m s grave.
Históricamente, estos delitos proceden de la doctrina del derecho canónico conforme a
la cual cualquier persona responderé. aunq ue no tenga culpa . de todas las
consecuencias que se deriven de su acció n prohibida (versare in re iflícita) . Al
introducirse la reforma al Código Penal guatemalteco mediante Decreto Legislativo
81/96. se eliminó la posibilidad de considerar el resultado de la conducta ilícita como un
elemento determinante de la gravedad del hecho y, por ende, orientador de la severidad
de la sanción aplicable. de este modo, el Estado contravino el espíritu restrictivo de la
Convenci ón Americana, cuyo fin es impedir cualquier expansión del catá logo de delitos
castigados con la pena capital." Dicho de otro modo: lo que al momento de ratificarse la
Convención no merecía pena de muerte (el secuestro o plagio sin cons ideración del
resultado de acuerdo al art icu lo 201 primer párrafo) si la merece con la reforma
introducida.

96. Por otra parte, sin perjuicio de la argumentación detallad a que sobre el
tema se efectúa en el último apartado de esta sección que contiene los fundamentos de
dere cho de la demanda, es necesar lo recordar que la Corte lnterameri cana ha
confirmado la responsabilidad internac ional que correspo nde cua ndo un Estado
promulga una ley en evide nte conflicto con sus obligaciones emanadas de la
Convención. Al respecto , concluyó de manera expresa que

la promulgación de una ley manifiestamente contraria a las obligaciones
asumidas por un Estado al ratificar o adherir a la Convención constituye una
violación de ésta y que, en el evento de que esa violación afecte derechos y
libertades pro teg idos respecto de individuo s deter minad os , genera
responsabilidad internacional para el Estado."

97. Por lo expuesto, la Comisión solicita a la Corte que decla re que la
aplicación de la pena de muerte al señor Raxcacó Reyes, por un delito para el cual no
estaba prevista por la ley al momento en que Guatemala pasó a ser parte de la
Convención Americana, constituye una violación al artículo 4(2} de dicho instrumento,
en relación con la obl igación general de respeto y qarantla contemplada en el articulo
1(1) del mismo.

e , Violación del artículo 4(6) de la Convención por la inexistencia de un
procedimiento legal para garantizar el ejercicio del derecho al indulto o la
conmutación de la pena

98. El artículo 4(6} de la Convención dispone que "toda persona condenada
a muerte tiene derecho a solicitar la amnistia. el indulto o la conmutación de la pena, los
cuales podrán ser concedidos en todos los casos. La norma en cuestión señala también

4& Véase, Roxtn. Claus, Derecho Penal, Parte General, Tomo 1, Traducción de la zoe. Edición
alemana por Diego Manuel Luzón Pena, Miguel n tee y Garcla Conlledo y Javier de Vicente Remesa!.
Editorial CIVITAS, Madrid, 1997, página 330.

47 En su jurisprudencia reciente , la Corte Inleramericana ha reafirmado que aún cuando la
Convención no prohíbe expresamente la aplicación de la pena de muerte, las normas convencionales
deben interpretarse en el sentido de "limitar definitivamente su aplicación y su ámbito, de modo que éste se
vaya reduciendo hasta su supresión final", (Corte IDH, Caso Hilaire , Consfantine y Benjamin y otros,
se ntencia de 21 de junio de 2002. Serie C N° 94, párrafo 99)

46 Corte IOH, ' Responsabilidad Internacional por la Promulgación y Aplicación de leyes en
Violación de la Convención" (Artlculos 1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos),
Opinión Consultiva OC-14194 del 9 de diciembre de 1994, párrafo 50.
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que no se puede apli car la pena de muerte mientras la solicitud para la concesión de
alguno de estos beneficios esté pendiente de decisión ante autoridad competente. OOOOO78

99. El PIDCP (artícu lo 6(4» y las Salvaguardias para Garantizar la
Protección de los Derechos de los Condenados a la Pena de Muerte (salvaguardia 7)
contienen disposiciones similares .49 Estas normas exigen que se provea una última
opo rtunidad para evaluar la situación de la persona condenada frente a una pena
irrevocable.

100. En tal sentido, la Comisión ha señalado en caso s anteriores que debe
contemplarse un procedimiento que incluya ciertas garantras procesales mlnlmas con el
fin de garantizar que este derecho pueda ser efectivamente ejercido.5O

101. Por su parte, la Corte lnteramericana ha entendido que el artículo 4 de la
Convención Americana se inspiró en el principio de no aplicar la pena de muerte , salvo
en condiciones excepcionales y para los delitos más graves, K y otorgó a los condenados
a muerte un derecho adic ional a solic itar la amnistía, el indu lto o la conmutación de la
pena ante la autoridad competente".51

102. A fines de mayo del año 2000, el Cong reso de Guatemala derogó el
Decreto Legislativo 159 del año 1892 (Ley de Indulto) que establecía el proced imiento
para el trámite de las peticiones de clemencia ante el Presidente de la República. Por lo
tanto, al abstenerse de reglamentar el procedim iento para garantiza r el acceso de los
condenados a la pena de muerte al recurso de indulto o de clemencia. conforme lo
establece el art iculo 4(6) de la Convención Americana, el Estado ha incurrido en una
violación que le acarrea responsabilidad internacional.

103. Sobre este aspecto, en el Quinto Informe sobre la Situación de Derechos
Humanos en Guatemala, la Comisión refiri ó que cuando el Presidente Alfon so Portillo
asumió sus funciones en enero de 2000, indicó que no deseaba adoptar decisiones
sobre peti ciones de clemencia en casos de pena de muerte y que respaldaba las
iniciat ivas del Congreso de revocar el Decreto Legislativo 159, que reglamentaba la
gracia de conmutación de la pena." Pocos meses después, el Congreso guatemalteco
derogó el Decreto Legislativo 159 de 1892 . El Pres idente acept ó, no obstante,
considerar varias peticiones de clemencia pendientes desde que asumió su cargo.53

~ la Salvaguardia 7 se refiere a la clemend a y prevé "que toda persona tiene el derecho de
solicitar la conmutación de la pena o el indulto, el que se podrá conceder en todos los casos . El acceso a
las medidas de clemencia no se puede vedar de ninguna manera. El Estado debe regular los elementos
básicos que debe contener toda solicitud de indulto , para garantizar a las personas el acceso a este
derecho ~que su caso sea resuello de manera Objet iva".

CIDH, Informe N° 4 1/00, Casos 12.023 y otros, Jamaica, 13 de abril de 2000, párrafos. 228-32;
Quinto Informe sobre la Situaci6n de Derechos Humanos en Guatemala, 6 de abril de 2001, páQ. 105;
Baptiste. párrafo 117-123; Edwa rd y otros, párrafo 172. Véase también Corte IDH, Caso Hi/aire,
Constentine y Benjamín y otros, Sentencia de 21 de junio de 2002, Serie e, N° 94 , párrafo 186.

5\ Corte IDH, Caso Hí/aire, Constantine y Benjamín y otros, Sentencia de 21 de junio de 2002 ,
Serie e, N° 94 , párrafo 184.

52 CIDH, Quinto Informe sobre la Situación de Derechos Humanos en Guatemala, 6 de abril de
2001, Pá% 105.

A fines de mayo de 2000, el Presidente Portillo conmutó la sentencia de muerte impuesta a
Pedro Rax c uco! por el de lito de homicidio, debido a la existencia de serias preocupaciones con respecto al
debido proceso en su caso. En esa época , el Presidente Portillo rechazó peticiones de conmutación en los
casos de Fermln Ram lrez, Amilcar Cetin P érez y Tomás Cerrate Hemández . Ram irez había sido
declarado culpable de violación y homicidio, y c etrn y c er ate de secuestro y homicidio. Cetín y Cerrate
fueron ejecutados mediante inyección letal el 29 de junio de 2000.
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104. Tanto la Comisión como la Misión de la Organización de las Naciones OOOO079
Unidas para Guatemala (en adelante -MINUGUA") se pronunciaron en su momento
advirtiendo que la derogatoria de dicho decreto no implicaba la derogatoria del instituto
de la conmutación de la pena capital , el cual está consagrado como un derecho
fundamental de la persona humana en el derecho internacional aplicable, en particular
por el PIDCP y por la misma Convención Americana , los cuales por conducto del
artIcu lo 46 constitucional, hacen pa rte del derecho guatemalteco vigente .54

105. De igual modo, el Comité de Derechos Humanos de Organización de las
Nacione s Unidas, en sus obse rvaciones finales al últ imo informe prese ntado por el
gobierno guatemalteco, expresó su preocupación "[...] por la eliminación del derecho de
gracia o indulto en caso de pena de muerte , mediante Ley de 12 de mayo de 2001,
reconocido por el Pacto en el párrafo 4 de su articulo 6 {...[ El Estado Parte debe
garantizar que toda persona condenada a muerte tenga derecho a solicitar el indulto o
la conmutac ión de la pena, conformando la legislación con las obligaci ones del Pacto y
dictando las normas correspondientes para que ese derecho de petición pueda ser
eíercíoc.?"

106. La Comisión ha interpretado el derecho a solicitar la amnistía, el indulto o
la conmutación de la pena, consagrado en el artículo 4(6), leído conjuntamente con las
obligaciones que impone al Estado el artículo 1(1) de la Convención, en el sentido de
que comprende ciertas garantfas procesales mínimas para los condenados, a fin de que
se respete y goce efectivamente ese derecho. Esas protecciones incluyen el derecho
de parte del condenado a presentar una solicitud de amnistfa, indulto o conmutación de
la sentencia , a ser informado del momento en que la autoridad competente considera rá
el caso del acusado , a presentar argumentos , en persona o por vía de un asesor, ante
la autoridad competente, y a recibi r una decisión de la autoridad dentro de un plazo
razonable antes de su ejecución.se La Comisión entiende que el derecho a solicitar la
gracia , impl ica el derecho a que no se le imponga la p,ena capital en tanto esté
pendiente de decisió n de autoridad competente una petición. 7

107. En igual sentido, la Corte Interamericana ha manifestado de manera
enfát ica que el artículo 4(6) impone al Estado la obligación de garantizar que el derecho
a solicitar clemencia pueda ser ejercido por el condenado a pena de muerte de manera
efectiva:

el Estado tiene la obligación de implementar un procedimiento de esta índole
que se caracterice por ser imparcial y transparente, en donde el condenado a
pena capital pueda hacer valer de manera cierta todos los antecedentes que
crea pertinentes para ser favorecido conel actode clemencia."

108. En relación con la situac ión particular del seño r Raxcacó Reyes, su
defe nsa no pudo intentar el recurso de gracia o de conmutación de la pena ante el

54 Véase en ese sentido CIDH, Quinto Informe sobre la Situación de Derechos Humanos en
Guatemala. 6 de abril de 2001, pág. 105; MINUGUA, Undécimo Informe sobre Derechos Humanos, párrafo
26.

55 HRC, Observaciones finales del Comité de Derechos Humanos: Guatema la, 27 de agosto de
2001, CCPRlCOn2lGTM, párrafo 18.

56 Rudolph Baptiste , supra, 760-76; Donnason Knights, supra 878-882; Caso McKenzie y otros,
supra, párrafo 228; y Caso Edwards, supra, párrafo 170; Véase también Corte lDH, Hilaire, Constantíne y
Benjamínsr otros, sentencia de 21 de junio de 2002. párrafo 186.

100m.
58 Corte IDH, Caso Hilaire, Canstantine y Benjamin y otros, Sentencia de 21 de junio de 2002,

párrafo 188.
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Presidente de la República. debido a que el decreto que reglamentaba dicho recurso OOOOO8O
habla sido de roga do . La Comisión considera que median te la de roga toria del
meca nismo legal que reglamentaba el recurso de indulto, si bien no se afectó su
vigencia, si se imposibil itó su ejercicio . La falta de una ley que reglamente el recurso de
indulto. niega a las personas condenadas a la pena de muerte, en este caso al señor
Raxcacó Reyes. el derecho a acceder a un procedimiento de clemencia conforme a las
obligaciones intemacionales adoptadas por el Estado en materia de derechos humanos.

109. Por lo tanto, la Comisión solicita a la Corte que declare que al negar el
acceso al recurs o de indulto o de clemencia al señor Raxcacó Reyes, debido a la falta
de una ley que regule su proced imiento, el Estado violó el articulo 4(6) de la Convención
Americana en concordancia con los articu las 25 y 1(1) del mismo instrumento.

o. Violac ión del artículo 5 de la Convención Americana por las
cond ic iones de detención a las que se encuentra sometido el señor
Raxcacó Reyes

110. Toda perso na privada de libertad tiene derec ho a ser tratada con
dig nidad y por lo tanto el Estado es responsable de gara ntizar su integridad personal
mientras se encuentra en reclusión.59

111. La Comisión ha sostenido en forma general que: "el Estado, al priva r de
libertad a una persona, se coloca en una especial posic ión de garante [...) La obliga ción
que dimana de esta posición de garante implica ento nces que los agentes del Estado no
sólo deben abstenerse de realizar actos que puedan inf ligi r lesiones a la vida e
integridad física de l detenido , sino que deben procurar, por todos los medios a su
alcance, mantener a la persona detenida en el goce de sus derechos fundamentales y,
en especial, de l derecho a la vida y la integridad personal. [... ] Cuando el Estado omite
esta protección a los reclusos [...] viola el articulo 5 de la Convención e incurre en
responsabilidad internacionat'r"

112. Por su parte, la Corte ha expresado que "[I]a infracción del derecho a la
integridad física y psíquica de las person as es una clase de vio lación que tiene diversas
connotaciones de grado y que abarca desde la tortura hasta otro t ipo de veja menes o
tra tos crueles, inhumanos o deg rada ntes cuyas secuelas ñslcas y ps fquicas varían de
intensidad según los factores endógenos y exógenos [...] El carácter degradante se
expresa en un sentimiento de miedo, ansia e inferioridad con el fin de humillar, degradar
y de romper la resistencia física y mora l de la vtcñrna .?"

113. En su condición de condenado a la pena de muerte , el señor raxcacé
Reyes ha sido sometido por el Estado guatemalteco a condic iones de detención que no
se adecuan a los estándares internacionales y ha tenido que soportar una prolongada
espera de su ejecución, de casi cinco años.

59 Véase al respecto, Corte IDH, Caso Bufad o, Sentencia de Reparaciones del 30 de septiembre
de 2003 , Serie e NG 100, párrafo 138; Caso de /13 Cárcel de Urso Branco, Medidas Provisionales,
Resolución del 22 de abril de 2004. punlo considerativo 6, Caso Hilaire, Constantine y Benjamín y otros,
Sentencia de 21 de junio de 2002, Serie e NG94 , párrafo 165: cese Neira Alegrfa y otros. Sente ncia de 19
de enero de 199 5, Serie e NG20, párrafo 60.

60 CIDH, Informe NQ41199, Caso 11.491, Menores Detenidos, Honduras, 10 de marzo de 1999 ,
párrafos 136 y 137.

61 Corte IDH, Caso Castillo Petruzzi y otros. Sentencia del 30 de mayo de 1999, Serie e W 52.
párrafo 196.
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114. Según un informe preparado por el lECCP en relación con la situación de
los condenados a la pena de muerte en Guatemala. aportado por los peticionarios como
prueba dentro del trámite ante la Comisión y no controvertido por el Estado, los
condenados a la pena capital son colocados en un pabellón especial, donde viven en
celdas de 2.25 x 4 metros :

[e}n cada una de estas celdas son introducidos hasta cuatro o cinco detenidos,
en condiciones de aislam iento, ya que no puede n salir del recinto. ni mezclarse
con otros reclusos de la cárce!.. . . La única área disponible para salir de fa celda
es un pequeño patio de dos metros cuadrados, el cual está completamente
cerrado.... De esta manera, los reclusos permanecen encerrados las 24 horas
del día en sus celdas, con escaso acceso a luz natural, y en ese mismo lugar
deben desarrollar todas sus actividades, desde la alimentación hasta su higiene
personal.... Además, las vis itas se limitan a una hora por semana y los
contactos con los abogados también se restringen.52

0000081

115. Los petic ionarios han informado a la CIDH que los conden ados a muerte en
Guatem ala sufren diversas enfermedades derivadas, en la mayoría de los casos, de la tensión
que les ocas iona la espera de su ejecución, no obstante, no reciben el tratamiento adecuado por
parte del Estado, que ni siquiera les permite concurrir a visitas hospitalarias.

116. Las disposiciones 10, 11(a).1 1(b), 12, 15, 21, 21(1), 21(2) de las Reglas
Mlnimas de las Naciones para el Tratamiento de Reclusos de la O~anizaci6n de las
Naci ones Unidas (en adelante "Reqlas Mlnimas de la ONUB

) establecen tos
lineamientos básicos para el alojamiento, higiene y ejercicio de las personas privadas
de libertad, en los siguientes términos:

10. Los locales destinados a los reclusos y especia lmente aquellos que se
destina n al alojamiento de los reclusos durante la noche, deberán
sat isfa cer las exigencias de la higiene, hab ida cuenta del clima,
part icularmente en lo que conc ierne al vo lumen de aire, superficie
mínima, alumbrado , calefacción y ventilación.

11. En todo local donde los reclusos tengan que vivir o trabajar:

[

",

a)

b)

Las ventanas tendrán que ser suficientemente grandes para que
el recluso pueda leer y trabajar con luz natural; y deberán estar
dispuestas de manera que pueda entrar aire fresco, haya o no
ventilación artificial;
La luz artifi cial tendrá que ser suficiente para que el recl uso
pueda leer y trabajar sin perjuicio de su vista.

62 V~aSEl , Infonne del Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala sobre
la Situación de [a Pena de Muerte en Guatemala fue presenlado a la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos en audiencia temática celebrada el 14 de octubre de 2001 , durante su 1160 perfodo de sesiones,
cuya copia obra en el expedientedel tramite ante la CIDH.

• 63 Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de Reclusos, aprobadas el 30 de
agosto de 1945 por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento
del Delincuente, ONU Doc. N CONF1611, anexo 1, E.S.C. res. 663C, 24 ONU ESCOR Supp. (N°1), 11, ONU
Doc. EI3048 (1957), enmendada E.S.C. res. 2076, 62 ONU ESCOR s upp. (W 1), 35, ONU Doc. El5988
(1977). Véase también, C1DH, Caso Mckenzie, supra, párrafo 289; Caso ecwarcs. supra , párrafo 195; Caso
Baptiste, supra, párrafo 136. Asimismo, Corte IDH, '1010 concurrente razonado del juez Sergio Garcla
Ramírez en el Caso HilaiffJ, Constantine, Benjamin y otros, del 21 de junio de 2002, Serie e W 94, párrafo
19.
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Las instalaciones san itarias deberán ser adecuadas para que el recluso
pueda satisfacer sus necesid ades naturales en el momento oportuno, en
forma aseada y decente.

Se exigirá de los reclusos aseo personal y a tal efecto dispondrán de
agua y de los arti culas de aseo indispensables para su salud y limpieza.

~,
1

r
I

r

12.

15.

21. (1) El recluso que no se ocupe de un trabajo al aire libre deberá
disponer, si el tiempo lo permite, de una hora al dia por lo
menos de ejercic io flsica adecuado al aire libre .
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(2) Los reclusos jóvenes y otros cuya edad y condición física lo
permitan, recibirán durante el período reservado al ejercicio una
educació n fi sica y recreativa. Para eflo, se pondrá n a su
disposición el terreno, las instalaciones y el equipo necesario.

117. El Comité de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones
Unidas ha establecido que "[...] sea como fuere, el Estado Parte sigue siendo
responsable de la vida y el bienestar de sus presos"." extendiendo el deber positivo del
Estado, más allá de la adopción de medidas razonab les para preservar la vida del
detenido, a emprender las acciones necesarias para mantener un estándar adecuado
de salud.

118. A su vez, la Corte lnteramertcana ha establecido que la incomunicación
coactiva; el ais lamiento en celda reducida, sin ventilación ni luz natura l; y las
restricciones al régimen de visitas, entre otras, representan formas de tratamiento cruel
e inhumano, lesivas de la libertad palqulca y moral de la persona y del derecho de todo
detenido al respeto debido a la dignidad inherente al ser humano, lo que a su vez deriva
en una violación de las disposiciones del art fculo 5 de la Convención." La Corte,
además , ha establecido que "[u]na de las razones por las cuales la incomunicación es
concebida como un instrumento excepcional es por los graves efectos que tiene sobre
el detenido. En efecto, el aislamiento del mundo exterior produce en cualquier persona
sufrimientos morales y perturbaciones psíquicas, la coloca en una situación de particular
vulnerabilidad."68

119. Por su parte la Comisión lnterarnertcana ha afirmado en ocasiones
anteriores con relación con la incomunicación que "el abuso de esta medida excepcional
coloca al individuo en una situación de vulnerabilidad innecesaria, y puede constituir en
si misma una forma de mattratc .?"

120. El Estado no ha observado estos parámetros mínimos de tratamiento en
relación con el señor Raxcacó Reyes. La Comisión considera que el efecto de esas
condiciones, en part icular el aislamiento, el encierro prolongado sin acceso a la luz
solar. la falta de instalaciones adecuadas para su higiene personal, la falta de asistencia
médica, sumados al tiempo prolongado en que ha estado recluido durante el proceso

6io UN doc. CCPRfCI97fDf97012001, Fabrikant v. Canada, 11 de noviembre de 2003, párrafo 9.3.
65 Véase al respecto, Corte IDH. Caso centorat Benavides, sentencia de fondo del 18 de agosto

de 2000, ~árrafo 89.
Corte IDH, Caso Suárez Rosero, Sentencia de 12 de noviembre de 1997, Serie e Na 35, párrafo

90 .
61 Véase, CrDH, Derecho a la Integridad Personal, en Informe Sobre la Situación de los Derechos

Humanos en Ecuador, OEA/Ser.LNIII.96. doc. 10 rev. 1, 1997.
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penal y luego con ocas ión de su condena , no puede considerarse congruente con el
derecho a un trato humano consagrado en el articulo 5 de la Convención .58

121. En virtud de lo expuesto , la Comisión solicita a la Corte que declare que
al someter al señor Raxcacó Reyes a condiciones de detención precarias, que no
respetan su integridad física , mental y moral , el Estado de Guatemala ha incurrido en
una violación del artículo 5(1) Y 5(2) de la Convención Americana , en relación con la
obligación general de respeto y garantía consag rada en el art icu lo 1(1) del mismo
instrumento.

0000083

E. Incumplimiento de las obligaciones de respetar y garantizar los
derechos humanos, y de adoptar disposiciones de derecho interno,
consagradas en los artículos 1 y 2 de la Convención Americana

122. El articulo 1(1) de la Convención Americana establece que:

[I)os Estados parles en esta Convención se comprometen a respetar los
derechos y libertades reconocidosen ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio
a toda persona que este sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por
motivos de raza, color, sexo, idioma. religión, opiniones políticas o de cualquier
otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier
otra condicional social.

123. A su vez, el articulo 2 de la Convención dispone que:

[s)i en el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el articulo 1 no
estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los
Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas
legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales
derechos y libertades.

124. La Corte Interamericana ha interpretado el artículo 2 de la Convención en
el sentido de que impone a los Estados partes la obligación general de adecuar su
derecho interno a las normas de la propia Convención, para garantizar de este modo los
derechos consagrados en aquella. Asimismo, en virtud del principio de efectividad, el
Estado tiene la obligación de consagrar y adoptar en su ordenamiento juríd ico interno
todas las medidas necesarias ~ara que lo establecido en la Convención sea realmente
cumplido y puesto en práctica. 6

125. En la especie , los peticionarios alegan que al modificar el artículo 201 del
Código Penal , Guatemala amplió el catálogo de delitos sancionados con pena la de
muerte, lo que conlleva una violación del esplritu abolicionista de la Convención
Americana reconoc ido por la Corte en su Opinión Consultiva OC3/83; y que al aplicar
dicho art ículo , manifiestamente contra rio a las obligaciones estatales asumidas, ha
afectado derechos y libertades proteg idos respecto de individuos determ inados , como
es el señor Raxcacó Reyes, lo que da lugar a su responsabilidad internacional.

68 Véase en ese sentido, Corte IDH, Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros , Sentencia de
21 de junio de 2002. Serie C N" 94, párrs.168-169.

69 Corte IDH, Caso Olmedo Bustos y otros, Sentencia de 5 de febrero de 2001 , Serie C N° 73,
párrafo 87: Caso Hitelre, Constantine y Benjamin y otros, Sentencia de 21 de jun io de 2002, Serie e Na 94.
párrafo 112.
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126. La Corte Interamericana ha desarrollado jurisprudencia consistente sobre OOOOO84
la obligación de los Estados de adecuar su legislación a los preceptos de la Convención
Americana y ha establecido que éstos son responsables por el incumplimiento de dicha
obligación, cuando emiten normas contrarias a los derechos y libertades garantizadas
en la Convención, aunque las mismas no sean aplicadas. En efecto, mientras que en el
Caso Chumbipuma Aguirre y otros (Barrios Altos) la Corte sostuvo que a causa de la
adopción de las leyes incompatibles con la Convención, el Estado incumplió su
obligación de adecuar a ésta el derecho interno, consagrada en el artícu lo 2 de la
mema." en el Caso HUaire, Constantine, Benjamin y otros, la Corte estimó que aun
cuando no se hab ían ejecutado a 31 de los condenados a la pena de muerte, era
posible declarar una violación del artículo 2 de la Convención, en virtud de que la sola
existencia de la Ley de Del itos contra la Persona que contemplaba la pena de muerte
obligatoria en Trinidad y Tobago, es per se víolatorla de esa disposición convenclcnal."
En ese último caso, la Corte ordenó al Estado abstenerse de aplicar la ley mencionada
y, dentro de un plazo razonable, modificarla. adecuánd ola a la Convenc ión Americana y
otras normas internacionales de derechos humanos de conformidad con lo dispuesto
por el art ículo 2 de ésta, "de manera que se garantice el respeto y el goce de los
dere chos a la vida, a la integridad persona l, al debído proceso legal y a las garantías
judiciales, consagrados en ese mismo ínstrumento internacional".72

127. Median te las reformas íntroducídas por los Decretos Legislativos 38/94 ,
14/95 Y 81196 al art iculo 201 del Código Penal guatemalteco, se extendió la aplicación
de la pena de muerte a un delito que no la contemplaba al momento de la ratificació n de
la Convención Americana por parte del Estado de Guatemala, en abierta contradicción a
lo dispuesto por el art iculo 4(2) de dicho instrumento. Tal acción implica además que
Guatemala no ha adecuado su legislación al objeto y fin de la Conve nción Americana, y
por consiguiente ha incumplido la obligación impuesta por los Estados partes por el
articulo 2 de la misma.

128. En virtud de lo anterior, la Comisión solicita a la Corte que decla re que
las reformas introducidas al art icu lo 201 del Código Penal de Guatemala con
posterioridad a la ratificación de la Convención Americana de Derechos Humanos,
constituyen una violación del articulo 2 del referido instrumen to en concordancia con los
articu las 4(2) y 1(1) del mismo.

129. Por último, de acuerdo con la jurisprudencia constan te de la Corte y la
doctrina de la Comisión , la Comisión considera que la violación de los derechos
consagrados en los artículos 2, 4, 5, B y 25 de la Convención Americana, implica un
incu mplimiento de la obligación ge neral de respetar los de rechos y libertades
consagrados en la misma y de garantizar el libre y pleno ejercicio de dichos derechos a
toda persona sujeta a su jurísdlcctcn." Por lo tanto, el Estado de Guatemala tiene el
deber de organizar el aparato gubernamental y todas las estructuras a través de las
cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de
asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos.

70 Corte IDH, Caso Barrios Altos , Sentencia de 14 de marzo de 2001, Serie C N° 75, párrafo 42.
71 Corte IDH, Caso Hílaire, Constantine y Benjamín y otros, Sentencia de 21 de j unio de 2002,

Serie C N° 94, párrafo 116.
n Ibídem, párrafo 212.
73 Corte IOH, Caso Juan Humberfo Sánchez, Sentencia de 7 de junio de 2003 , Serie e W 99,

párrafo142; Caso Bámaca Velásquez, Sentencia de 25 de noviembre de 2000, párrafo 210; ceso Cabaffero
Delgado y Santana, Sentencia de 8 de diciembre de 1995; case Godínez Cruz, Sentencia de 20 de enero
de 1989 párrafos. 175 y 176; Y Corte IOH, Caso Velásquez Rodrigu ez. Sentencia de 29 de julio de 1988
p árrs. 166 y 167
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VIII. REPARACIONES Y COSTAS

130. En razón de los hechos alegados en la presente dema nda y de la
jurisprudencia constante de la Corte lnteramericana, según la cual "es un principio de
Derecho Internacional que toda violación a una obligación internacional que ha~a

causado un daño, genera una obligación de proporcionar una reparación adecuada" 4 ,

la Comisión prese nta a la Corte su opinión sobre las repa raciones y costas que el
Estado guatemalteco debe efectuar como consecuencia de su responsabilidad por las
violaciones cometidas en el presente caso.

131. La Comisión Interamericana es de opinión que el Estado guatemalteco
debe reparar los danos causados al señor Raxcac6 Reyes en los términos que más
adelante se indican . Asimismo, [a Comisión Interame ricana solícita a la Corte que
ordene al Estado el pago de las costas y gastos legales incurridos por la parte lesionada
en la tramitación del presente caso ante el sistema interamericano.

A. Obligación de reparar

132. De conformidad con el artículo 63(1) de la Convención Americana,

(c]uando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en [lla
Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su
derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente,
que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha configurado
la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte
lesionada.

133. Como ha indicado la Corte en su jurisprude ncia constante, este articulo

recoge una norma consuetudinaria que constituye uno de los principios
fundamentales del derecho internac ional contemporáneo sobre la
responsabilidad de los Estados. De esta manera, al producirse un hecho ilícito
imputable a un Estado, surge de inmediato la responsabilidad internacional de
éste por la violación de una norma internacional, con el consecuente deber de
reparación y de hacer cesar las consecuencias de la vlotaclón" .

134. Las reparaciones tienden a hacer desaparecer el efecto de las
violaciones cometidas, y son cruciales para garantizar que se haga justicia en un caso
individual. Constituyen, en este sentido, el mecanismo que eleva la decisión de la Corte
mas allá del ámbito de la condena moral.

H Corte IOH, Caso Ricardo Canese, Sentencia del 31 de agosto de 2004, Serie C W 111, párrafo
192; Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, Sentencia del 8 de julio de 2004, Serie e N~ 110, párrafo
175; Caso Myma Macl< Chang, Sentencia de 25 de noviembre de 200 3, Serie C N° 101 , párrafo 141; y
Caso Juan Humberto Sánchez, Sentencia de 7 de junio de 2003, Serie C W 99, párrafo 147.

75 Corte IOH, Caso Ricardo Canesse, Sentencia del 31 de agosto de 2004 , Serie e w 111, p árrafo
193: Caso de los Hermanos G6mez Paquiyaurl, Sentencia del 8 de julio de 2004, Serie e N~ 110, párrafo
188; Caso de los 19 c omerasrues. Sentencia del 5 de julio de 2004, Serie e N" 109, párrafo 220; Caso
Myma Mack Chang, Sentencia de 25 de noviembre de 2003, Serie e N° 101, párrafo 142: Caso Juan
Humberto Sánchez, Senten cia de 7 de Junio de 2003, Serie e N° 99, párrafo 148 ; Caso 'cinco
Pensionisr(JS~, Sentencia de 28 de febrero do 200 3, Sorie C N° 98, párrafo 174 y Corte IDH, Caso Cantos,
Sentencia de 28 de noviembre de 2002. Serie e N° 97, párrafo 67, entre otras.



- 32 - 0000086

1. -

"

,"-

135. La reparacron del daño ocasionado por la infracción de una obligac ión
internacional requiere, siemp re que sea posible, la plena restituci6n (restitutío in
integrum). De no ser posible ésta , corresponde a la Corte o rdenar medidas que,
además de garant iza r el res peto de los derechos conculcados, reparen las
consecuencias producidas por la violación.

136. La obligaci6n de reparar, que se regula en todos los aspectos por el
derecho internacional (alcance, natural eza, modalidades y determinaci6n de los
benefic iarios), no puede ser modificada o incumplida por el Estado obligado invocando
para ello disposiciones de su derecho intemo"76.

137. En atención a las disposiciones reglamentarias que otorgan legitimación
a la parte lesionada en el proceso ante la Corte, la Comisión solamente desarrollará su
posición general en materia de reparaciones y costas. De conformidad con el articulo
63 de la Convención Americana y los artículos 23 y concordantes del Reglamento de la
Corte , la Comisión entiende que corresponde a la parte lesionada concret ar sus
pretensiones . En el eventual caso que la parte lesionada no haga uso de este derecho,
se solicita a la Corte que otorgue a la Comisión una oportunidad procesal para precisar
las pretensiones pertinentes.

B. Medidas de reparación

138. En el presente caso, la Comisión lnteramericana ha demostrado que el
Estado incurrió en responsabilidad internacional por la violación de los derechos de los
derechos humanos consagrados en los artículos 4, 5. 8 Y 25 de la Convención
Americana en relación con los artículos 1(1) y 2 del mismo instrumento, en perjuicio del
señor Raxcac6 Reyes.

139. La Corte ha señalado que las medidas de reparación tienden a hacer
desaparecer los efectos de las violaciones cometidaa" y consisten en medidas de no
repetición, satisfacción, restitución, rehabilitaci6n e lndemnteactén" .

b.1. Garantías de no repetición

76 Corte IDH, Caso Ricardo c eoesse, Sentencia del 31 de eqoetc de 2004 , Serie C N° 111.
párrafo 194: Ca$O de los 19 Comerciantes, Sentencia del 5 de ju lio de 2004, Serie C NG109, párrafo 221;
c eso MOIina Theissen. Reparacione$ (Aft 63.1 de /a Convención America na Sobre Dderechos Humanos),
Sentencia del 3 de julio de 2004, Serie C N" 108, párrafo 42; Caso Myma Mack Chang, Sentencia de 25 de
noviembre de 2003, Serie C N° 101, párrafo 143.

Tl Corte lOH. Caso Ricardo c eoesse. Senten cia del 31 de agosto de 2004 , Serie C N" 111,
párrafo 196; Corte IDH, Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, Sentencia del 8 de julio de 2004 , Serie
e NG 110, párrafo 190 : Caso de los 19 Comerciantes, Sentencia del 5 de julio de 2004 , Serie e N° 109,
párrafo 223; Caso Herrera Uf/oa, Sentencia del 2 de julio de 2004, Serie e N° 107, párrafo 194; Caso Myma
Mack Chang , Sentencia de 25 de noviembre de 2003, Serie C N" 101 , párrafo 237 .

76 v éase, Naciones Unidas, Informe definitivo presentado por Theo Van Boven, Refator Especia!
para 'Ia Restitución, Comp ensación y Rehabilitación de las V!ctimas de Graves ViOlaciones a los Derechos
Humanos y a/ Derecho Humanitario, ElCN.4/Sub2l 1990J10, 26 julio de 1990. Ver también: Corte IDH, Caso
Blake. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos) . Sentencia de 22 de
enero de 1999 . Serie C N" 48, párrafo 31; Caso Suárez RO$ero, Repa racion es (aft. 63.1 Convención
Americana sobre Derechos Humanos), Sentencia de 20 de enero de 1999. Serie C NG44, párrafo 41. y
Corte JDH, Caso Castiffo Páez. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos).
Sentencia de 27 de noviembre de 1998. Serie e N" 43.
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140. Como parte esencial de las medidas de no repetición, la Comisión
considera que la Corte debe ordenar que el Estado guatemalteco adopte las medidas
legislativas o de otro carácter que fueren necesarias a fin de que la imposición de la
pena de muerte se rea lice en estricta observancia de los derechos y libertades
garantizados en el marco de la Convención, con particular referencia a sus artículos 4,
5,8 Y25.

141. Lo anterior guarda armonía con lo que la Corte ya ha establecido, en el
sentido que

I...l el deber general del Estado, establecido en el artículo 2 de la Convención,
incluye la adopción de medidas para suprimir las no rmas y prácticas de
cualquier naturaleza que impliquen una violación a las garantías previstas en la
Convención. ael como la expedición de normas y el desarrollo de prácticas
conducentes a la observancia efectivade dichas garantías (...]

142. De conformidad con la Convención Americana, todo Estado parte tiene la
obligac ión de adecuar su derecho interno a la Convención y, de esta manera, garantizar
los derechos que en ella se consacran" .

143. Dentro de este contexto, la Comisión considera que debe ordena rse la
reforma del artículo 201 del Códígo Penal , el cual es, en sí mismo, viclatorio de la
Conv.ención Americana. Esta reforma debe ser realizada dentro de un plazo razonable
a partir de la emisión de la sentencia de la Corte, y ser adecu ada a la Convención
Americana y otras normas internacionales de derechos humanos. conforme a lo
dispuesto por el artIculo 2 de aquélla.

144 . Entre las respect ivas modificaciones de la legislac ión debe quedar
incluida la referente a la introducción de diversas categorías en el tipo penal del
secuestro , que correspondan a la diversa gravedad de los hechos, tomando en cuenta
las circunstancias del delito y del justiciable . la gradación de los niveles de severidad
de la pena debe, asimismo, guardar relación con la gravedad de los hechos y con la
culpabilidad del imputado.

145. la constatación del carácter violatorio del artículo 201 del Código Penal
lleva a la conclusión necesaria que Guatemala debe abstenerse de aplicarl o hasta tanto
las reformas detalladas en los párrafos precedentes no hayan sido efectuadas.

146. Adicionalmente, la Comisión considera que, en cumplimiento de su deber
de crear las condiciones para el respeto del articu lo 4(6) de la Convención, el Estado
debe reglamentar el recurso de gracia, en forma tal que se ajuste a las prescripciones
sobre el derecho a la vida, conten idas en la Convención Americana y con plena
observancia de las normas sobre el debido proceso legal consagradas en ésta.

147 . Por último, la Comisión considera que es necesario ordenar al Estado
que ajuste las condiciones del régimen carcelario aplicables a los condenados a muerte.
para hacerlas conformes con las normas internacionales aplicables a la materia.

b.2. Restitución

79 Corte IOH, Caso -La Última Tentación de Cristo· (Olmedo Busto s y otros) . supra nota 116, pérrs.
85y87.

OOO G08 7
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148. En cuanto sea posible, ante una violación decla rada de sus obligaciones

convencionales, el Estado debe restablecer el status qua ante. El presente caso ofrece
una oportun idad en que el restablecimiento parcia l de dicho estado a través de la
conmutación de la sentencia de muerte. Para este tipo de reparación , la Comis ión ha
considerado que el señor Raxcacó Reyes fue condenado en aplicación de una ley
incompatible con la Convención. Sobre esta base , la Comisión conside ra que la Corte
debe disponer que el Estado se abstenga definitivamente de ejecutarlo.

149. En conso nancia con las conclusiones de la Corte , la Comisió n considera
además que existe por parte del Estado la obligación de realizar un nuevo proces o
penal correspondiente al delito imputado al señor Raxcacó Reyes , aplicando a éste la
legislación reformada, a la cual se hizo referencia en la sección anterio r.

b.3 Satisfacción

150. La satisfacción ha sido entendida como toda med ida que el autor de una
violación debe adoptar conforme a los instrumentos internacionales o al derecho
consuetudinario, que tiene como fin el reconocimiento de la comisión de un acto ilícitoBO

•

151. En el presente caso, la Comisión considera que la adopci ón de los actos
de reforma legislat iva , aunados a la celebración de un nuevo proceso al señor Raxcacó
Reyes, son las medidas de reparación aprop iadas y que, ante su caba l implementación,
no serian necesarias medidas de satisfacción.

b .4 Compensación

~
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152. La Comis ión no considera que sea apl icable a este caso una
compensación por daño material.

153. Sob re el dañe inmateria l, sobre el cual la Corte ha establecido que
comprende los sufrimientos y las aflicciones causados a la parte lesionada, y que sólo
puede, para los fines de la reparación integral, ser objeto de ccmpe nsactén", la
Comisión considera que es pertinente una compensación, fijada en equidad, para
reparar el daño inflig ido al señor Raxcac6 Reyes a través de los actos violatorios que
son objeto del presente caso.

C. Bene fi ciario

154. El artículo 63(1) de la Convención Americana exige la reparación de las
consecuencias de una violación y "el pago de una justa indemnización a la parte
lesionada". Las personas con derecho a dicha indemnización son generalmente
aquellas directamente lesionadas por los hechos de la violación en cuestión.

155. Atendida la naturaleza del presente caso, el beneficiario de las
reparaciones que ordene la Corte es el señor Raxcacó Reyes.

ea Brownlie. SIete Responsibilify, Part 1. Clarendon Press, Oxford, 1983, pág. 208.
el Corte IOH, Caso Ricardo Canesse, Sentencia del 31 de agosto de 2004, Serie e N° 111, párrafo

204: Caso de los Hermanos G6mez Paqulyauri, Sentencia del 8 de julio de 2004, Serie e N° 110, párrafo
211; Caso de Jos 19 Comerciantes, Sentencia dei S de julio de 2004 , Serie e N° 109, párrafo 244; caso
Mo lina rnessseo. Repara cion es (Art. 63 .1 do la c onvoncton AmoriclJna Sobro oaoreonos HlJmlJnos) ,
Sentencia del 3 de julio de 2004, Serie e N" 108, párrafo 65.
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156. De conformidad con la jurisprudencia constante de la Corte. las costas y
gastos deben entenderse comprend idos dentro del concepto de reparación consagrado
en el art iculo 63.1 de la Convención Americana. puesto que la actividad desplegada por
la parte lesionada, sus derechohabientes o sus representantes para acceder a la justicia
internacional implica erogaciones y compromisos de carácter económico que deben ser
compensados". Asimismo, el Tribunal ha considerado que las costas a que se refiere
el art iculo 55.1.h del Reglamento de la Corte comprenden los gastos necesarios y
razonables para acceder a ros órganos de supervisión de la Convenci ón Americana,
figurando entre los gastos. los honorarios de quienes brindan asistencia jurídica.

157. A este respecto, la liquidación de costas y gastos será hecha por la parte
lesionada, a través de sus representantes.

IX. CONCLUSIONES

158. Con base a las consideraciones de hecho y de derecho contenidas en la
presente demanda la Comisión concluye lo siguiente:

A Que mediante la imposición obligatoria de la pena de muerte al
señor Raxcac ó Reyes el Estado de Guatemala incurrió en una violación
de los derechos consagrados en los articulos 4(1 ), 5(1), 5(2), 8(1) Y 25.
B. Que al extender la pena de muerte a un delito para el cual no se
aplicaba en el momento que Guatema la pasó a ser Parte de la
Convención Americana. el Estad o guatemalteco vio ló el derecho del
señor Raxcacó Reyes consagrado en el articulo 4(2) de la Convención.
C. Que mediante la inexi stencia de un procedimiento legal que
garantice el ejercic io del recurso de indu lto el Estado guatemalteco
incurrió en una violación del de rech o de l señor Raxcacó Reyes
consagrado en el articulo 4(6) de la Convención.
D. Que mediante las condiciones de deten ción inhumanas en las
que mantiene privado de la libertad al señor Raxcacó Reyes , el Estado
de Guatemala incurrió en una violación de su derecho consagrado en el
articulo 5(1) de la Convención Americana.
E. Que en tanto no modifique el actual articulo 201 del Código Penal
guatema lteco adoptado en contradicción a lo dispuesto en el articulo 4(2)
de la Convención Americana, el Estado guatemalteco permanece en una
situación de incumplimiento de la obligación establecida en el articulo 2
de la Convención, conjuntamente con la establecida en el articulo 1(1) de
la misma.

X. PETITORIO

92 Corte lDH, case Ricardo Canesse, Sentencia del 31 de agosto de 2004, Serie C W 111, párrafo
212: Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, Sentencia del 8 de julio de 2004, Serie e N° 110. párrafo
242; Caso de {os f 9 Comerciantes. Sentencia del 5 de ju lio de 2004, Serie e N° 109, párrafo 238; Caso
Malina rneissen. Reparaciones (Art . 63. 1 de fa Convención Americana Sobre Dderechos Humanos).
Sentencia del 3 de julio de 2004. Serie e W 108, párrafo 95.
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La Comisión Interamericana solicita a la Corte que conc luya y declare
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1. El Estado de Guatemala es responsable de la violación de
los derechos del señor Raxcac6 Reyes consagrados en los articu las 4(1),
5(1), 5(2), 8(1) Y 25 de la Convención Americana, en concordancia con el
articulo 1(1) del citado instrumento.

2. El Estado de Guatemala es responsable de la violación del
derecho del señor Raxcacó Reyes consagrado en el articu lo 4(2) de la
Convención Americana. en concordancia con el artículo 1(1) del citado
instrumento.

3. El Estado de Guatemala es responsable de la violación del
derecho del señor Raxcac ó Reyes consagrado en el articu lo 4 (6) de la
Convención, en concordancia con el artícu lo 25 y 1(1) del citado
instrumento.

4. El Estado de Guatemala es responsable de la violación del
derecho del señor Raxcacó Reyes consagrado en el articulo 5 (1) de la
Convención Americana, en concordancia con el artículo 1(1) del citado
instrumento.

5. El Estado de Guate mala es resp on sable de l
incumpl imiento de la obligación establecida en el artículo 2 de la
Convención, conjuntamente con la estab lecida en el artículo 1(1) de la
misma, por no adecuar su legislación a la Convención Americana.

160. En consecuencia, la Comisión Interamericana solici ta a la Corte que
ordene al Estado de Guatemala que:

1. Otorgue al señor Raxcacó Reyes una reparación efectiva
que incluya la conmutación de la sentencia.

2. Adopte las med idas legislat ivas y de otr a índole
. necesarias para garantizar que no se imponga la pena de muerte en
violación de los dere chos y libertades garantizados por la Convención,
incluidos los articules 4, 5, 8, y 25 en particular, garantice que a ninguna
persona le sea impuesta de manera obl igatoria la pena de muerte en
Guatemala.

3. Adopte las medidas legislativas y de otra índole que sean
necesarias para garantiz ar la efect ividad en Guatemala del derecho
consagrado en el articulo 4(2) de la Convención Americana a que la pena
de muerte no se aplique a delitos que no la contemplaban al momento del
deposito de la ratificación de la Convención Americana por Guatemala, y
adecue su legislación a dicho instrumento de conformidad con el artículo 2
del mismo.

4. Adopte las medidas legislativas y de otra índole que sean
necesa rias para garantiza r la efe ctivida d en Guatemala del derecho
consagrado en el articulo 4(6) y 25 de la Convención Americana a solicitar
la arnnistla , el indulto o la conmutación de la sentencia.

5. Adopte las medidas legislativas y de otra índole que sean
necesarias para garantizar la efectividad en Guatemala de los derechos a
la integ ridad personas y a un trato humano, consagrados en los artículo
5(1) y 5(2) de la Convención Americana , en relación con las condiciones
de detención del señor Raxcacó Reyes.

6. Asuma el pago de las costas y gastos legales incurridos
por la víctima en la tramitación del caso tanto a nivel nacional, como las
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que se originen en la trami tació n del presente caso ante el sistema
interamenca no.

XI. RESPALDO PROBATORIO

A. Prueba documental

0000091

161. En respaldo de los argumentos de hecho y de derecho formulados en la
presente demanda, la Comisión adjunta la prueba documental que a continuación se
relacionan:

,

! --
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Anexo 1:

Anexo 2:

Anexo 3:

A nexo 4:

Anexo 5:

Anexo 6:

Anexo 7:
Anexo 8:
Anexo 9:

Anexo 10:

Anexo 11:

Anexo 12:

Anexo 13 :
Anexo 14:

Informe de Admisibilidad núme ro 73/02 aprobado por la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos el 9 de octubre de 2002.
Informe de Fondo número 49/03 aprobado por la Comisión conforme al
articulo 50 de la Convención Amer icana. el 8 de octubre de 2003 en el
ca so 12.402 co ntra Guatemala .
Copia de la nota de fecha 18 de diciembre de 2003 por medio de la cual
se transmitió el Informe de Fondo número 49/03 al Estado de Guatemala
y de las constancias de transmisión vía fax de dicho informe a la Misión
de Guatemala ante la Organización de Estados Ame ricanos y a la
Chancillería guatemalteca de fechas 19 de diciembre de 2003.
Copia del acta del debate oral y público realizado a partir del 20 de abril
de 1999 en el juicio seguido por el Tr ibunal Sexto de Sentencia Penal
Narcoa ctividad y Deli tos contra el Ambiente contra Ronald Ernesto
Raxcac6 Reyes y otros.
Copia de la sentencia de 14 de mayo de 1999 proferida por el Tribunal
Sexto de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente.
Copia de una reseña informal sobre el articulo 201 del Código Penal
modificado mediante el Decreto 81-96.
Copia del artículo 201 del Código Penal consagrado en el Decreto 17-73.
Copia del Decreto 38-94 y del Decreto 14-95.
Copia de la sentencia del 13 de septiembre de 1999 de la Sala Cuarta de
la Corte de Apelaciones de Guatemala.
Copia de la sentencia de 20 de julio de 2000 emitida por la Corte
Suprema de Justicia.
Copia de la sentencia del 28 de junio de 2001 de la Corte de
Constitucionalidad.
Relato del señor Raxcacó Reyes sobre su detención y cond iciones
actuales de privación de libertad, de fecha 23 de diciembre de 2003.
Currículo de Alberto Martln Binder. perito ofrecido por la Comisión.
Poder de representación otorgado por la víctima en favor del Centro por
la Justicia y el Derecho Internacional CEJIL, el Instituto de Estudios
Comparados en Ciencias Penales de Guatemala ICCPG y el Instituto de
Defensa Pública Penal de Guatemala.

162. Adicionalmente, la Comisión solicita a la Corte se sirva requerir al
Estado guatemalteco la remisión de copias certificadas de la totalidad de tos
documentos relacionados con el proceso jud icial seguido contra el Sr. Raxcac6 y los
recursos promovidos por su defensa en el ámbito de la jurisdicción interna, asl como
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copia autenticada de la legislación y disposiciones reglamentarias vigentes y derogadas,
relacionadas con el caso.

B. Prueba testimonial y pericial

1. Testigos

163 . La Comisión solicita a la Corte Que reciba la declaración de los siguientes
testigos:

a) Ronald Ernesto Raxcacó Reyes, Quien declarará sobre las condiciones
de detención a las que ha sido sometido desde su captura; el proceso
penal seguido en su contra; la condena a la pena capita l y sus efectos;
entre otros aspectos relativos al objeto y fin de la presente demanda. La
direcc ión del testigo es: Sector 11, de máxima seguridad, del Centro
Preventivo para Hombres de la Zona 18, ciudad de Guatemala.

b} Rosibel Reyes, madre del señor Raxcacó Reyes, quien declarará
sobre la privación de libertad de su hijo ; y las condic iones de detención a
las que ha sido sometido desde su captura: entre otros aspectos relativos
al objeto y fin de la presente demanda. La dirección de la testigo es: 21
Ave nida, Colonia "El Encino", Garita de Mixco, Municipio de Mixco,
Departamento de Guatemala.

e) Hugo Humberto Ru iz Fuentes, coimputado en el proceso pena l
seguido contra el señor Raxcacó Reyes , quien declarará sobre el
proceso jud icial seguido por el secuestro del niño Pedro Alberto de León
Wug; ent re otros aspectos relativos al objeto y fin de la presente
demanda. La dirección del testig o es: Cent ro de máxima seguridad de
Esculntla. Departamento de Escuintla.

d) Francisco Kepfer Rodríguez, psiquiatra forense, quien declarará sobre
el efecto psicológico de la condena a muerte en el seño r Raxcacó Reyes,
asi como los efectos de las condiciones de detención a las que ha sido
sometido desde su capt ura; entre otros aspectos relativos al objeto y fin
de la presente demanda. La dirección del testig o será oportunamente
comunicada a la Corte.

e} Reyes Ovidio Girón v ésquez. abogado defensor del señor Raxcacó
Reyes en el ámbito domést ico, quien declarará sobre el proceso judicial
seg uido por el secuestro del niño Pedro Alberto de León Wug; la
sente ncia de muerte dictada en contra del señor Raxcacó Reyes; y los
mecanismos de impugnación empleados con el propósito de alcanzar la
revisión y modificación del fatto, y el indulto o conmutación de la pena;
entre otros aspectos relativos al objeto y fin de la presente demanda. La
dirección del testigo es: Séptima Avenida 10-35 zona 1, Ciudad de
Guatemala.

2. Perito

r,.

164. La Comisi ón solicit a a la Corte que reciba en audiencia la opinión del
siguiente experto:
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Alberto Martin Binder, quien declarará sobre la situación de las personas
condenadas a muerte en Guatemala y sobre el estado actual de
discusión respecto de la política estatal sobre la pena capital; entre otros
aspectos relativos al objeto y fin de la presente demanda. La dirección
del perito es: 11 de Septiembre 4435 7" "A" - Capital Federal República
Argentina - Código Postal 1429.

165. La Comisión se reserva el derecho de no presentar o de sustituir a uno o
más de los testigos y/o experto que aparecen en la lista precedente.

XII. DATOS DE LOS DENUNCIANTES ORIGINALES Y DE LA VíCTIMA

166_ De conformidad con lo dispuesto en el articulo 33 del Reglamento de la
Corte, la Comisión lnteram ericana presenta la siguiente información: La denuncia
original fue presentada por el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional CEJIL, el
Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala ICCPG y el
Instituto de Defensa Publica Penal de Guatemala, con domicilio unificado en apartado
poslaI441-2010, San José.

167. El nombre completo de la vlctima es Ronald Ernesto Raxcac6 Reyes.
actualmente detenido en el sector 11. de máxima seguridad, del Centro Preventivo para
Hombres de la Zona 18, ciudad de Guatemala.

168. La víctima ha otorgado un poder en favor del Centro por la Justicia y el
Derecho Internacional CEJIL. el Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales
de Guatemala ICCPG y el Instituto de Defensa Publica Penal de Guatemala, ~ara que
dichas organizaciones lo representen en el trámite ante la Corte lnterernericana."

83 Anexo 14 .
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­,

DEMANDA DE LA COMISiÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
ANTE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

CONTRA LA REPÚBLICA DE GUATEMALA

CASO N° 12.402. RONALD ERNESTO RAXCACÓ REYES
FE DE ERRATAS

Correcc iones en el texto de la demanda

Parro linea Texto oriolnal Texto correaido
6 2 declare Que el Estado declare Que el Estado:
15 6 beic el Número bajo el número
38 5 (supra, párrafo 33 ) (supra, párraf o 30)
45 1 no ofrecen distinciones no ofrece distinciones racionales

racio nales
49 4 Una vez el t ribunal de sentencia Una vez oue el tribunal de sent encia
65 10 I uue se han sostenido ue se ha soste nido
77 3 de la Convención de la Convención .
78 8 forma exceccícnet del casttoo forma exceocionel de castioo
82 1 estab lece que establece Que:
84 5 mientras Que el la misma mientra s que la misma conducta

conducta
90 2 tendencia abolicioncita tendencia abo licionista
92 5 c uales cuáles
10 1 1 Corte interamericana Corte Interamerieana
,,4 5 4 metros 4 metros:

'20 6 con ocasión a Su condena con ocasión de su condena
127 1 Mediante las reforma Mediante las reformas
140 6 4.5 y 8 4, 5. 8 v 25
148 5 Raxcacó Reyes en aplicación de Raxcacó Reyes fu e condenado en

ecüceclcn de
16014) 3 4 (6 ) de la Convención 4 (61 v 25 de la Convención
16016) 4 interamericano Interamericano.
161 4 núme ro 79 /02 número 73 /0 2

(Anexo
1)

163(e) 8 La dirección del testigo es: La dirección del testigo es: Séptima
avenida 10-35 zona 1 , Ciudad de
Guatemala.

Co rrecciones en las notas a pie de página

Nota Unea Texto orioinal Texto correoido
19 2 CIDH; V anélocamente . V en élocamente
30 , 6 de junio de 1995. 6 de junio de 1995 (traducción de la

CIDHI.

Washington, O.C.
21.09.04
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